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RÉGIMEN GENERAL DE PENSIONES EN

COLOMBIA. ASPECTOS RELEVANTES DE LAS

REFORMAS

I. Introducción

En el presente trabajo se presenta, en primera instancia, un
panorama global de los sistemas de pensiones antecedentes, seguido
del breve estudio de la reforma constitucional de 1991 y
consecuentemente la presentación del Sistema General de
Pensiones establecido por la ley 100 de 1993 y sus decretos
reglamentarios, el cual fue objeto de modificación  y
complementación  por vía de la reciente expedición de las Leyes
797 de  29 de enero 2003,  y 860 de  26 de diciembre del mismo año.
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La última parte de nuestra presentación
abordará un breve análisis del proyecto de
reforma constitucional en curso en nuestro
país, junto con unas conclusiones derivadas
del estudio realizado.

II. Recuento normativo y
análisis

2.1 SISTEMAS PENSIONALES ANTECEDENTES

2.1.1 Sistema patronal

De la revisión histórica normativa
encontramos antecedentes concretos de
regímenes de pensiones en la Ley 6ª  de
1945 que en su artículo 12º preceptuaba:

"Art. 12. Mientras se organiza el seguro
social obligatorio, corresponderán al
patrono las siguientes indemnizaciones
o prestaciones para con sus trabajadores,
ya sean empleados y obreros: …"

Dentro de las prestaciones a que hace
referencia la  Ley 6ª de 1945, en la materia
que nos ocupa, encontramos  la pensión de
jubilación contemplada en el artículo 17
literal b), así:

"Art. 17… literal b). Pensión vitalicia
de jubilación, cuando el empleado u
obrero haya llegado o llegue a
cincuenta (50) años de edad, después
de veinte (20) años de servicio
continuo o discontinuo, equivalente a
las dos terceras partes del promedio
de sueldos o jornales devengados, sin
bajar de treinta pesos ($30.oo) ni
exceder de doscientos pesos (200.oo)
en cada mes…"

2.1.2 Sistema del Seguro Social

La Ley 90 de 1946, creó el Instituto
Colombiano de Seguros Sociales con la
función de administrar entre otros, el

Seguro Social Obligatorio de Invalidez,
Vejez y Muerte y dispuso en sus artículos
72 y 76  un régimen de transición por vía
de subrogación de prestaciones en los
siguientes términos:

"Art. 72. Las prestaciones reglamentadas
en esta ley, que venían causándose en
virtud de disposiciones anteriores a cargo
de los patronos, se seguirán rigiendo por
tales disposiciones hasta la fecha en que
el seguro social las vaya asumiendo por
haberse cumplido el aporte previo
señalado para cada caso.

Desde esta fecha empezarán a hacerse
efectivos los servicios aquí establecidos y
dejarán de aplicarse aquellas
disposiciones anteriores."

"Art. 76. El seguro de vejez a que se
refiere la  Sección Tercera de esta ley
reemplaza la pensión de jubilación que
ha venido figurando en la legislación
anterior.  Para que el Instituto pueda
asumir el riesgo de vejez en relación con
servicios prestados con anterioridad a la
presente ley, el patrono deberá aportar
las cuotas proporcionales
correspondientes. Las personas,
entidades o empresas que de
conformidad con la legislación anterior
están obligadas a reconocer pensiones de
jubilación a sus trabajadores, seguirán
afectadas por esa obligación en los
términos de tales normas, respecto de los
empleados y obreros que hayan venido
sirviéndoles, hasta que el Instituto
convenga en subrogarlas en el pago de
esas pensiones eventuales.

En ningún caso las condiciones del
seguro de vejez para aquellos
empleados y obreros que en el
momento de la subrogación lleven
a lo menos diez (10) años de trabajo
al servicio de las personas, entidades
o empresas que se trate de subrogar
dicho riesgo, serán menos favorables
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que las establecidas para aquellos por
la legislación sobre jubilación
anterior a la presente ley.1

En efecto, si bien es  cierto que en nuestro
país, frente al tránsito de legislación se ha
mantenido de manera habitual la vigencia
temporal de algunas normas como régimen
de transición, no es menos cierto que,
conforme a las mismas disposiciones
normativas estas situaciones son taxativas,
excepcionales  y limitadas.

Para el caso que nos ocupa y en particular
en lo referente al riesgo de las pensiones,
no cabe duda alguna que fue mediante la
expedición de la Ley 90 de 1946 que se
fijaron las bases estructurales del sistema
de seguridad social institucional, pues, en
ella, entre otras, se creó el Instituto
Colombiano de Seguros Sociales  y se
establecieron las condiciones de operación
del mismo; no obstante, y considerando que
por ser éste un sistema de seguros cuya
aplicación y operación dependía de la
captación de recursos económicos, fue
necesario crear un régimen temporal a
cargo de los empleadores el cual se
introdujo, en el sector privado, mediante
la expedición del Código Sustantivo del
Trabajo (C.S.T).2

2.1.3  El resurgimiento del sistema
patronal como transitorio

Es así como, la obligación que se creó a
cargo del ICSS desde el principio, fue
asignada temporalmente a los empleadores
en los términos previstos por los artículos

72 y 76 de la Ley 90 de 1946 y 259, 260 y
siguientes  del C. S. T.

En materia de pensiones el C. S. T.,
estableció

"Artículo 259. Las pensiones de
jubilación, el auxilio de invalidez y el
seguro colectivo de vida obligatorio
dejarán de estar a cargo de los patronos
cuando el riesgo  correspondiente sea
asumido por el Instituto Colombiano de
Seguros Sociales, de acuerdo con la Ley
y dentro de los reglamentos que dicte el
mismo instituto.

Artículo 260. —Derecho a pensión.
1.Todo trabajador que preste servicios a
una misma empresa de capital de
ochocientos mil pesos ($ 800.000) o
superior, que llegue o haya llegado a los
cincuenta y cinco años, si es varón, o a
los cincuenta (50) años si es mujer,
después de veinte (20) años de servicios
continuos o discontinuos, anteriores o
posteriores a la vigencia de este código,
tiene derecho a una pensión mensual
vitalicia de jubilación o de vejez,
equivalente al setenta y cinco por ciento
(75%) del promedio de los salarios
devengados en el último año de servicio.
2. El trabajador que se retire o sea
retirado del servicio sin haber cumplido
la edad expresada tiene derecho a la
pensión al llegar a dicha edad, siempre
que haya cumplido el requisito de los
veinte (20) años de servicio."

El Consejo Directivo del Instituto
Colombiano de Seguros Sociales (ICSS),
expidió el  Reglamento General del Seguro
Social Obligatorio de Invalidez, Vejez y

1 En adelante, todos los fragmentos de texto que aparezcan en tipografía negrita, responden a la intención de
resaltar aspectos de las leyes que, por tener una connotación relevante para la autora, serán materia de
profundización y análisis en el documento.

2 El C.S.T. corresponde a los Decretos 2663 y 3743 de 1950, entró en vigencia desde 1951 y fue adoptado
como legislación permanente por la Ley 141 de 1961.
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Muerte, mediante el Acuerdo 224 de 1966,
el cual aprobado por el artículo 1º del
Decreto 3041 del mismo año. Este estatuto
consagró en sus artículos 2º, 59º, 60, 61 y
62, las condiciones de aplicación, exclusión
y subrogación de las pensiones patronales,
no obstante, el llamamiento a inscripción a
este seguro se hizo obligatorio de manera
progresiva, por territorios inciando en
Bogotá y otras ciudades a partir del 1 de
enero de 1967, sin que a 1993 hubiese una
completa cobertura del territorio nacional.

En el artículo 2º del citado reglamento al
definir el campo de aplicación, se excluyó
de dicho seguro a  los trabajadores que al
afiliarse por primera vez hubiesen
cumplido 60 años.

Por su parte, el artículo 59º exceptuó de la
obligación de afiliación a los trabajadores
que al momento de iniciarse la obligación
de asegurarse, hubieran cumplido 20 años
de servicios continuos o discontinuos en
una misma empresa3 de capital de
$800.000.004  pesos o superior.

También exceptuaba de este mismo seguro
a quienes al momento inicial estaban
gozando de una pensión de vejez a
cargo de un patrono.

Las normas contenidas en los artículos 60
y 61 de dicho estatuto, previeron la
transición del régimen mediante la
estructuración de un sistema de
compartibilidad5 de pensiones legales a

saber, en el primer evento, para las
pensiones plenas de jubilación a favor de
aquellos trabajadores que al iniciarse la
obligación de asegurarse, llevaran 15 o más
años de servicios continuos o discontinuos
en una misma empresa de capital de
$800.000.00  pesos o superior, para quienes
contempló la posibilidad de reclamar a su
empleador, al momento de reunir los
requisitos de edad y tiempo de servicios
previstos en el C. S. T., la pensión de
jubilación, con la obligación patronal de
otorgarla y continuar cotizando al entonces
ICSS, hasta completar los requisitos
exigidos en los reglamentos para el
otorgamiento de la pensión de vejez a cargo
de éste. El Instituto Colombiano de Seguros
Sociales debía reconocer la pensión de vejez
y el empleador por su parte quedaría
obligado a continuar pagando sólo el
mayor valor, si lo hubiese, entre la
pensión que venía cancelando y la
reconocida por el Instituto.

El artículo 61 reguló también la situación
de subrogación parcial de la pensión, por
remisión expresa al artículo 60 antes
referido, para los trabajadores  que al
momento inicial6 llevasen 10 o más años de
servicios continuos o discontinuos en una
misma empresa de capital de $800.000.00
pesos o superior. De manera adicional,
estableció que para el caso de despido, sin
justa causa, se daría aplicación a lo previsto
en el artículo 8º  de la Ley 171 de 1961, es
decir, la pensión sanción, con la obligación
patronal de otorgarla y continuar cotizando

3 Se considera empresa, la unidad de explotación económica organizada con fines lucrativos, por lo cual,
quedaron por fuera de esta regulación todos los empleadores que no tuviesen carácter de empresa.

4 Valor fijo en pesos que no fue objeto de ajuste o actualización.
5 Institución jurídica que permitió la subrogación parcial de las prestaciones a cargo de los empleadores,

quienes por vía de afiliación y pago de aportes al Instituto, transfirieron a éste parte de la prestación
pensional, quedando únicamente con la responsabilidad del mayor valor; lo que supuso compartir la
responsabilidad de la cobertura del riesgo de vejez.

6 Se entiende por momento inicial la fecha a partir de la cual el Consejo Directivo del ICSS produjo el
llamamiento a afiliación obligatoria en la respectiva zona territorial.
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al ICSS hasta completar los requisitos
exigidos en los reglamentos para el
otorgamiento de la pensión de vejez a cargo
de éste. El ICSS debía reconocer la pensión
de vejez y el empleador por su parte
quedaría obligado a continuar pagando la
pensión sanción que venía cancelando.

La anterior previsión debía regir sólo por
los primeros diez (10) años de vigencia del
régimen, no obstante, sólo hasta la
modificación introducida por el Acuerdo
029 de 19857, se clarificó dicha situación
mediante la consagración expresa de la
compartibilidad de la pensión sanción.

Finalmente, el artículo 62 del Reglamento
General del Seguro Social Obligatorio de
Invalidez, Vejez y Muerte dispuso la
sustitución de las pensiones patronales en
los siguientes términos:

"Las prestaciones de los seguros de
Invalidez, Vejez y Muerte dispuestas en
este reglamento sustituirán de derecho,
las obligaciones patronales que para
tales riesgos establece el Código
Sustantivo del Trabajo, con las
excepciones contempladas en los
artículos anteriores en relación con el
riesgo de vejez."8

Con motivo de la expedición de este
estatuto, se generaron en materia
pensional dos situaciones básicas cuales
fueron; los excluidos o exceptuados
(artículos  2º, 3º y 59) y los afiliados forzosos
(Artículos 1º, 60º y 61º).  Asimismo y como
consecuencia de lo anterior, se definieron
legal y jurisprudencialmente tres
situaciones a considerar:

a. Las pensiones exclusivas a cargo de los
empleadores (los derechos adquiridos,
los excluidos del régimen por razón de
edad o de tiempo de servicio Art.59).

b. Las pensiones legales compartidas  y
concurrentes  (Artículos 60 y 61 - para
trabajadores que al momento del
llamamiento a la afiliación tuviesen más
de diez años de servicio al empleador) y,

c. Las pensiones exclusivas a cargo del
ICSS. (Para trabajadores que al momento
del llamamiento a la afiliación, tuviesen
menos de diez años de servicio para su
empleador).

Es importante destacar que la cobertura
institucional del ICSS, sólo de manera
excepcional y con posterioridad al año 1977,
cuando se transformó en Instituto de
Seguro Social  (ISS), aceptó la inscripción
de trabajadores del sector público.

A diferencia del sistema patronal y por
tratarse de un sistema de aseguramiento
institucional, éste exigió el pago de
contribuciones destinadas a construir el
capital básico constitutivo de la futura
pensión. La responsabilidad por las
cotizaciones ha estado en cabeza del
empleador y las mismas fueron repartidas
así: 25% del Salario de Base9 a cargo del
trabajador, y 75% del Salario de base a
cargo del empleador.

El pago de los aportes en el sistema
institucional del seguro social obligatorio
de invalidez, vejez y muerte (I.V.M)
administrado por el ISS en esta época se
estructuró conforme a una clasificación de

7 Proferido por el Consejo Directivo del ICSS, el 17 de octubre de 1985, y aprobado por el artículo 1º del
Decreto 2879 del mismo año.

8 Esta norma fue anulada por el Consejo de Estado mediante sentencia de 9 de abril de 1973.
9 Los aportes en este sistema se liquidaban con base en el denominado "Salario Mensual de Base", que

resultaba de la ubicación del salario reportado al momento de la afiliación o con posterioridad a los cambios
del mismo.
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los salarios reportados en relación con una
"Tabla de Categorías" expedida por la
misma Entidad.

La clasificación antes referida conducía a
la ubicación de los salarios reportados en
una determinada categoría a la que
correspondían intervalos determinados
previamente en valores mínimos y
máximos y  a la cual se le asignaba un valor
medio de referencia conocido como Ingreso
Mensual de Base.

Este sistema condujo a que el valor de los
aportes se liquidará en la mayoría de los
casos, sobre un Salario Mensual de Base
que no correspondía a lo realmente
devengado y adicionalmente, estableció un
límite que llevó a la creación de un salario
máximo asegurable10, el cual reiteramos, no
correspondía a los ingresos salariales
realmente devengados.

Sobre la estructura de categorías antes
mencionada, se crearon dos sistemas
contables para el pago de aportes que
podríamos resumir de la siguiente manera:

a. El primero, que denominaremos
tradicional, obedecía a un esquema
mediante el cual el ISS tomaba el salario
del afiliado reportado por el empleador,
lo ubicaba, como antes se indicó,  en la
categoría que le correspondiera y, sobre
el valor del Salario Mensual de Base de
dicha categoría, liquidaba y facturaba al
empleador el valor de los aportes que se
debían pagar — por cada trabajador y por
el empleador — al Instituto.

b. El segundo, el conocido sistema de
Autoliquidación de Aportes denominado
"ALA", mediante el cual la liquidación
de los aportes mensuales la efectuaba
directamente el empleador, quien
asumía el deber de liquidar y pagar los
aportes correspondientes ajustándose al
sistema de categorías antes descrito.

El Salario Mensual de Base para la
liquidación de las pensiones se obtenía
multiplicando por el factor 4.33, la
centésima parte de la suma de los salarios
semanales sobre los cuales cotizó el
trabajador en las últimas cien (100)
semanas.11

Los pensionados tenían derecho a
incrementos por personas a cargo
equivalentes a 7% (por hijos) y 14% (por
cónyuge o compañero (a) permanente con
dependencia económica) de la pensión
mínima.

En vigencia del Acuerdo 049 de 1990
Aprobado por el artículo. 1º del decreto 758
del mismo año, las pensiones de vejez,
invalidez y sobrevivientes en este régimen
se causaban e integraban así:

Vejez

Causación: a)  Sesenta (60) o más años de
edad si se es varón o cincuenta y cinco (55)
o más años de edad, si se es mujer, y  b)  Un
mínimo de quinientas (500) semanas de
cotización pagadas durante los últimos
veinte (20) años anteriores al cumplimiento

10  Para abril de 1994 y conforme  al Acuerdo 014 de 1993 del Consejo Nacional de Seguros Sociales Obligatorios,
la categoría máxima de aportación fue la número 69 que correspondía a ingresos salariales iguales o
superiores a $1´680.539,99,  a la cual se le asignó un Salario Mensual de Base de $1´644.810,00.

11 El factor 4.33 resultaba de dividir el número de semanas de un año por el número de meses. (Artículos 12
y  20 del Acuerdo 049/90).
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de las edades mínimas, o haber acreditado
un número de un mil (1.000) semanas de
cotización, sufragadas en cualquier tiempo.

Integración: Con una cuantía básica igual
al cuarenta y cinco por ciento (45%) del
salario mensual de base, y  b) con aumentos
equivalentes al tres por ciento (3%) del
mismo salario mensual de base por cada
cincuenta (50) semanas de cotización que
el asegurado tuviere acreditadas con
posterioridad a las primeras quinientas
(500) semanas de cotización.

El valor total de la pensión no podía
superar el 90% del salario mensual de base
ni ser inferior al salario mínimo legal
mensual, ni superior a quince veces este
mismo salario.

Invalidez de origen común12

Causación: Declaración de invalidez
Permanente Total,  Absoluto  o Gran
Inválido, y

Acreditar 150 semanas de cotización dentro
de los seis (6) años anteriores a la fecha del
estado de invalidez, o trescientas (300)
semanas de cotización en cualquier época
anterior al estado.

Integración13: En la invalidez permanente
total así: a)  con una cuantía básica igual al

cuarenta y cinco por ciento (45%) del salario
mensual de base, y b) con aumentos
equivalentes al tres por ciento (3%) del
mismo salario mensual de base por cada
cincuenta (50) semanas de cotización que
el asegurado tuviere acreditadas con
posterioridad a las primeras quinientas
(500) semanas de cotización Para el caso de
la invalidez permanente absoluta: a)  Con
una cuantía básica igual al cincuenta y uno
por ciento (51%) del salario mensual de
base, y b) con aumentos equivalentes al tres
por ciento (3%) del mismo salario mensual
de base por cada cincuenta (50) semanas de
cotización que el asegurado tuviere
acreditadas con posterioridad a las
primeras quinientas (500) semanas de
cotización, y para la gran invalidez: a) con
una cuantía básica igual al cincuenta y
cuatro por ciento (57%) (sic) del salario
mensual de base, y b) con aumentos
equivalentes al tres por ciento (3%) del
mismo salario mensual de base por cada
cincuenta (50) semanas de cotización que
el asegurado tuviere acreditadas con
posterioridad a las primeras quinientas
(500) semanas de cotización.

Muerte de origen común14

Causación. Muerte de un pensionado por
vejez o invalidez, con derecho causado a una
de estas. La muerte del pensionado
produce la sustitución de la pensión

12 Se consideraba inválido al afiliado que perdiese el 50% o más de su capacidad laboral. Los criterios para la
calificación integral de invalidez eran los siguientes: Inválido permanente Total (pérdida de capacidad
referida al oficio o profesión habitual); Inválido Permanente Absoluto (pérdida de capacidad para desempeñar
cualquier clase de trabajo remunerado), y Gran Inválido (pérdida de capacidad en virtud de la cual se
requiere de asistencia constante de otro para  actos esenciales de la vida.

13 El valor total de la pensión no podía superar el 90% del Salario Mensual de Base ni ser inferior al salario
mínimo legal mensual ni superior a quince veces este mismo salario.

14 En este régimen causan pensión tanto el pensionado por invalidez o vejez que fallece, como el afiliado que
fallece por causas no profesionales. El seguro de riesgos profesionales atiende la muerte con origen en
riesgos profesionales.
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disfrutada o causada, en favor de los
miembros de su grupo familiar.

El afiliado que fallece debe haber reunido
el mismo número y densidad de
cotizaciones que se requieren para la
pensión de invalidez.

Beneficiarios.  El grupo familiar del
pensionado o afiliado fallecido, con derecho
a pensión de sobrevivencia estaba
integrado por: a) el Cónyuge y a falta de
éste15 el compañero permanente, quien
recibía la pensión en forma vitalicia; b) los
hijos legítimos menores de 18 años y los
inválidos de cualquier edad, siempre que
dependieran económicamente16 y mientras
subsistan dichas condiciones.

A falta de los anteriores y en forma vitalicia,
los padres del asegurado, con dependencia
económica del mismo; a  falta de los
anteriores, La pensión correspondía a los
hermanaos inválidos con dependencia
económica mientras subsistiera la invalidez.

La pensión se distribuía entre los
beneficiarios de la siguiente manera: 50%
cónyuge o compañero (a) con derecho y  50%
hijos por partes iguales; - a falta de uno u

otros o cuando su derecho se extinguía, el
100% para el otro, con derecho de acrecer
en el orden respectivo; a falta de los
anteriores 100% padres con dependencia;
a falta de los anteriores, 100% para
hermanos inválidos con dependencia. Se
consagró el derecho de acrecer entre los
beneficiarios del primer orden por extinción
del derecho de los otros beneficiarios del
mismo orden, no obstante, en caso de
extinción del derecho de los beneficiarios del
respectivo orden, se extingue la pensión, no
pasa a otros ordenes.

Las pensiones se causaban cuando se
reunían los requisitos reglamentarios y se
reconocían de manera retroactiva a partir
de la fecha de la desafiliación para el caso
de la vejez, y para los casos de invalidez o
de fallecimiento del pensionado o
asegurado, el pago se hacía de manera
retroactiva, a partir de la verificación del
hecho. En el evento de no reunir los
requisitos que daban lugar a la pensión, el
sistema devolvía los aportes a través de las
indemnizaciones sustitutivas17.

Debemos destacar como aspectos
detonantes de la crisis del sistema, en esta
etapa, los siguientes:

15 Se entendía que faltaba cónyuge: por muerte real o presunta, por nulidad de matrimonio civil o eclesiástico,
por divorcio de matrimonio civil, por separación legal y definitiva de cuerpos y bienes.

16 Se consideraba que existía dependencia económica del causante cuando los beneficiarios carecían de ingresos
o percibían ingresos inferiores a un salario mínimo legal mensual vigente.

17 De acuerdo con el Artículo 14, del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por Artículo 1º el Decreto 0758 del mismo
año, la Indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, se calculaba así: "Las personas que habiendo
cumplido las edades mínimas exigidas para adquirir el derecho a la pensión de vejez, se retiraren
definitivamente de las actividades sujetas al seguro social y no hubieren acreditado el número mínimo de
semanas de cotización requeridas para que tal derecho se cause, percibirán en sustitución, por cada
veinticinco (25) semanas de cotización acreditadas, una indemnización equivalente a una mensualidad de
la pensión por invalidez permanente total que les hubiere correspondido en el supuesto de haberse invalidado
al cumplimiento de la respectiva edad.Para conceder esta indemnización se requiere, que no hayan
transcurrido más de diez (10) años entre el período a que corresponde la última cotización acreditada y la
fecha de cumplimiento de las edades para adquirir el derecho a la pensión de vejez, y que el asegurado
tenga acreditadas no menos de cien (100) semanas de cotización. Parágrafo —Las personas que en cualquier
tiempo reciban la indemnización de que trata este artículo, no podrán ser inscritas nuevamente en el
seguro de vejez, invalidez y muerte. Las semanas tenidas en cuenta para efectos de la indemnización, no
se computarán para la pensión de jubilación por aportes de que trata la Ley 71 de 1988".
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En cuanto a la financiación, el sistema fue
creado para ser sostenido de manera
tripartita con aportes provenientes del
Estado, los empleadores y los trabajadores.
El estado no cumplió con su obligación de
pago y en 1977 produjo una reforma que lo
excluyó de manera definitiva.

El sistema preveía un ajuste periódico de las
tasas de cotización, que tampoco se cumplió
en su totalidad, resultando insuficiente el
aplicado, pues el comportamiento fue el
siguiente: de enero de 1967 a octubre de 1985
(4.5%); de noviembre de1985 a septiembre de
1992 (6.5%), y de octubre de 1992 a marzo de
1994 (8%).

El  sistema sólo cubría a los trabajadores
dependientes  y dentro de estos se dio un
alto índice de evasión por lo que  la
cobertura fue mínima.

La base de liquidación de los aportes y la
base de liquidación de la pensión, en
relación con estos aspectos, los afiliados al
régimen, optaron por pagar aportes
durante toda su vida laboral, por debajo de
los valores obligatorios y sólo para las
últimas 100 semanas (periodo que se
consideraba como ingreso base de
liquidación de la prestación) elevaron al
máximo su base de aportación y las
cotizaciones respectivas, generando un
desequilibrio económico y una afectación
de los recursos provenientes del fondo
común, lo cual resultó inequitativo con el
propio sistema.

En cuanto a las condiciones de causación,
no resultó equitativa ni coherente la
posibilidad de causar pensiones vitalicias
con sólo 10 años de cotizaciones.

2.1.4 El sistema patronal en el Sector
Público Nacional18

Con posterioridad a la Ley 6ª de 1945,  se
expidió el Decreto 3135 de 1968 en cuyo
artículo 27 se consagraron las condiciones
para la causación de la pensión de
jubilación a favor de los servidores públicos
(empleados públicos y trabajadores
oficiales), pensión a cargo exclusivo del
Estado empleador, prescribiendo como
condiciones, la edad pensional de 50 años
para mujeres y 55 años para hombres y 20
años de servicios al Estado, para obtener
una pensión del 75% del promedio del
salario del último año de servicios.

En 1985, se expide  una nueva norma
pensional en la Ley 33,  que fijó para hombres
y mujeres la edad de cincuenta y cinco (55)
años, mantuvo para las mujeres el beneficio
de la edad del régimen anterior en el
parágrafo 2º de su artículo 1º, al preceptuar:

"ART. 1º—El empleado oficial que sirva
o haya servido veinte (20) años continuos
o discontinuos y llegue a la edad de
cincuenta y cinco años (55) tendrá
derecho a que por la respectiva caja de
previsión se le pague una pensión
mensual vitalicia de jubilación
equivalente al setenta y cinco por ciento
(75%) del salario promedio que sirvió de
base para los aportes durante el último
año de servicio."

Este periodo concluye con la expedición de
la Ley 71 de 1988, norma de aplicación
general, en cuyo ordenamiento se prevé
por vez primera, la  acumulación con
fines pensionales, de tiempos de servicio
prestados en el sector público y el sector
privado, para la causación de la entonces

18 Quedan excluidos de esta presentación, los regímenes especiales y los de aplicación local, cuya variedad y
complejidad ameritan un estudio especial que rebasa el alcance de este trabajo.
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denominada Pensión de Jubilación por
Aportes.

Destacamos como beneficios adicionales y
comunes a las pensiones, el ajuste
automático de las mismas en proporción
igual y simultánea al incremento aplicado
al SMLMV para cada anualidad y, la mesada
13, pagadera a todos los pensionados en el
mes de diciembre de cada año, en cuantía
igual a una mensualidad de su pensión.

Como detonantes de la crisis en esta etapa
y sistema podríamos destacar: a) el sistema
no contempló en todos los casos el pago de
aportes por parte de los trabajadores; b) la
carga de la financiación de las pensiones se
asignó al Estado que además no realizó las
provisiones necesarias, generando un déficit
presupuestal que persiste en la actualidad.

En general y de manera reiterada, todos
los cambios legislativos operados en
Colombia, tanto en el sector público como
privado, garantizaron históricamente, el
respeto de los derechos adquiridos y un
régimen de transición pensional.

2.2 NORMATIVIDAD RECIENTE

2.2.1 La reforma Constitucional de 1991

En Colombia, al igual que en varios de los
países latinoamericanos, hacia finales de
los años 90 se reconoció como una realidad
el inicio de la crisis de los sistemas de
cobertura prestacional y, concretamente,
del pensional.

Los aspectos coincidentes se identifican
con: la baja cobertura, la multiplicidad de
regímenes, el déficit en la financiación, y

los errores de la gestión de la
administración.

Como precedente a considerar, se
encuentra la Reforma constitucional de
1991, de la que surge la concepción de
Colombia como un Estado Social de Derecho
y se fijan nuevos valores y principios
fundantes que, en nuestro entender,
ratificaron el cumplimiento del
compromiso internacional en materia de
seguridad social.

La H. Corte Constitucional colombiana, al
respecto expresó

"(…) la concepción clásica del Estado de
derecho no desaparece sino que viene a
armonizarse con la condición social del
mismo, al encontrar en la dignidad de la
persona humana el punto de fusión. Así,
a la seguridad jurídica que proporciona
la legalidad se le aúna la efectividad de
los derechos humanos que se desprenden
del concepto de lo social. El respeto por
los derechos humanos, de un lado, y el
acatamiento de unos principios rectores
de la actuación estatal constituyen las
consecuencias prácticas del Estado social
de derecho  (…)"19.

 "(…) El Estado social de derecho se
centra en la protección de la persona
humana atendiendo a sus condiciones
reales al interior de la sociedad y no del
individuo abstracto (…)"20,

"(…)La finalidad del Estado social de
derecho tiene como base para su
interpretación finalística al ser humano,
visto de manera concreta, esto es, con
contenido, encontrándose con individuos

19 Corte Constitucional colombiana. Sentencia de Constitucionalidad C-449 de 1992. M. P. Eduardo Cifuentes
Muñoz.

20 Corte Constitucional colombiana. Sentencia de Constitucionalidad C-587 de 1992. M. P. Eduardo Cifuentes
Muñoz.
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materiales y no con entes abstractos. La
razón de ser es construir un medio idóneo
en el cual los asociados puedan extender
sus potenciales vitales (…)"21

El compromiso internacional adquirido por
Colombia al suscribir el Pacto Internacional
de derechos Económicos, Sociales y
Culturales, Colombia se concretó en:22

"…adoptar las medidas necesarias, "(…)
especialmente las económicas y técnicas,
hasta el máximo de los recursos
disponibles, para lograr progresi-
vamente, por todos los medios
apropiados, (…) en particular la adopción
de medidas legislativas, la plena
efectividad de los derechos (…)"23.

La seguridad social en este nuevo esquema
constitucional se identifica con una doble
naturaleza jurídica y se encuentra en la
previsión del artículo 48 de la
Constitución, así:

"La seguridad social es un servicio
público de carácter obligatorio que
se prestará bajo la dirección, coordinación
y control del Estado, en sujeción a los
principios de eficiencia, universalidad y
solidaridad, en los términos que
establezca la ley.

Se garantiza a todos los habitantes el
derecho irrenunciable a la seguridad
social.

El Estado, con la participación de los
particulares, ampliará progresivamente
la cobertura de la seguridad social que
comprenderá la prestación de los servicios
en la forma que determine la ley. La
seguridad social podrá ser prestada por
entidades públicas y privadas, de
conformidad con la ley.

No se podrán destinar ni utilizar los
recursos de las instituciones de la
seguridad social para fines diferentes a
ella.

La ley definirá los medios para que los
recursos destinados a pensiones
mantengan su poder adquisitivo
constante."

Debemos destacar que el artículo 93 de la
carta constitucional colombiana confiere a
los tratados internacionales sobre derechos
humanos el carácter de norma prevalente
en el ordenamiento interno, en cuanto los
mismos se encuentren conformes  al orden
constitucional, reconociéndoles la
condición de criterio de interpretación
para buscar el sentido de los derechos y
deberes consagrados en la Carta
Fundamental24.

2.2.2 El sistema Integral de Seguridad
Social: La Ley 100 de 1993

Dentro de este contexto y bajo las
directrices de un gobierno de orientación

21 Corte Constitucional colombiana. Sentencia de Tutela T-124 de 1993. M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz.
22 Tanto en el  Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, como el Protocolo adicional

de San Salvador, fueron ratificados por Colombia, el primero con  la ley 74 de 1976 y el segundo mediante
ley 389 de 1996.

23 Pacto internacional de derechos económicos, sociales y culturales. Artículo 2.
24 Corte Constitucional Colombiana. Sentencia de tutela T-441 de 1992. M. P. Alejandro Martínez Caballero.
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neoliberal, se produce la reforma contenida
en la Ley 100 de 1993, que crea el Sistema
Integral de Seguridad Social25 y  dentro del
mismo, el Régimen General de Pensiones
(RGP)26,del cual destacamos las siguientes
condiciones y características:

Desarrolla tres principios adicionales a los
tres constitucionales resultando los
siguientes:

Eficiencia. Utilización adecuada de los
recursos financieros, técnicos y
administrativos, para lograr beneficios
adecuados, oportunos y suficientes.

Universalidad. Para todas las personas
sin discriminación.

Solidaridad. Mutua ayuda generacional
y por ingresos.

Integralidad. Cubrimiento de todas las
contingencias que afectan salud,

capacidad económica y en general las
condiciones de vida de toda la población.

Unidad. Articulación de políticas,
instituciones, regimenes y prestaciones
para alcanzar los fines de la seguridad
social.

Participación. Intervención de la
comunidad, en la organización, control
de gestión y fiscalización de las
instituciones y del sistema.

Por disposición expresa de la Ley, el RGP
se aplica a todos los habitantes del
territorio nacional, excepción hecha de los
previstos en el artículo 27927 de la misma
norma y respeta derechos, prerrogativas,
servicios, garantías y beneficios adquiridos
conforme a: normas anteriores; Conven-
ciones, Acuerdos o Pactos Colectivos, para
quienes hubiesen cumplido los requisitos
para acceder a pensión, sin perjuicio del

25 Fue definido en el Artículo 1º de la Ley 100 de 1993, en los siguientes términos: El Sistema de Seguridad
Social Integral tiene por objeto garantizar los derechos irrenunciables de la persona y la comunidad para
obtener la calidad de vida acorde con la dignidad humana, mediante la protección de las contingencias que
la afecten. El sistema comprende las obligaciones del Estado y la sociedad, las instituciones y los recursos
destinados a garantizar la cobertura de las prestaciones de carácter económico, de salud y servicios
complementarios, materia de esta ley, u otras que se incorporen normativamente en el futuro.

26 Conforme a lo previsto por el artículo 10º de la Ley 100 de 1993, el Sistema General de Pensiones tiene por
objeto garantizar a la población, el amparo contra las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la
muerte, mediante el reconocimiento de las pensiones y prestaciones que se determinan en la presente ley,
así como propender por la ampliación progresiva de cobertura a los segmentos de población no cubiertos
con un sistema de pensiones.

27 Las excepciones expresas contenidas en esta disposición fueron: los miembros de las fuerzas militares y de
la Policía Nacional, el personal regido por el Decreto-Ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se
vinculara a partir de la vigencia de la ley, los miembros no remunerados de las corporaciones públicas, los
afiliados al fondo nacional de prestaciones sociales del magisterio, los trabajadores de las empresas que al
empezar a regir la ley, estuvieran en concordato preventivo y obligatorio en el cual se hubiese pactado
sistemas o procedimientos especiales de protección de las pensiones, y mientras dure el respectivo concordato.
Los servidores públicos de la empresa colombiana de petróleos,  ECOPETROL y los pensionados de la
misma.
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derecho de denuncia28, y la competencia de
los Tribunales de Arbitramento para
dirimir conflictos colectivos de Trabajo.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 151
este régimen entró en vigencia así:

En el Sector privado, el 1º de abril de 1994
en el sector público, a más tardar29 el 30 de
junio de 1995. Se Fijó como objeto del
Régimen, el garantizar el reconocimiento
de pensiones y prestaciones, en las
contingencias de vejez, invalidez y muerte.
Se destacan como características del
mismo las siguientes: afiliación
obligatoria30; coexistencia de dos regímenes
excluyentes entre sí (Régimen Solidario de
Prima Media con Prestación definida
(RSMP) y Régimen de Ahorro Individual
con solidaridad) (RAIS), libre elección del
régimen de afiliación, movilidad en el
sistema, es decir, derecho de traslado de
régimen cada tres años.

Para la causación de las pensiones se
tienen en cuenta: el número de semanas
cotizadas en cualquiera de los dos
regímenes del sistema general de
pensiones; el tiempo de servicio como
servidores públicos remunerados,
incluyendo los tiempos servidos en

regímenes exceptuados; el tiempo de
servicio como trabajadores vinculados con
empleadores que antes de la vigencia de la
Ley 100 de 1993 tenían a su cargo el
reconocimiento y pago de la pensión, siempre
y cuando la vinculación laboral se encontrara
vigente o se hubiera iniciado con
posterioridad a la vigencia de la Ley 100 de
1993, y el número de semanas cotizadas a
cajas previsionales del sector privado que
antes de la Ley 100 de 1993 tuviesen a su
cargo el reconocimiento y pago de la pensión.

Entre otras de las características de este
régimen, están que reconoce pensiones y
prestaciones; requiere de aportación
obligatoria durante la vigencia de la
relación laboral, permitiendo aportes
voluntarios adicionales a los legales; ofrece
subsidios a través del fondo de solidaridad;
sus recursos están destinados de manera
exclusiva al pago de las prestaciones
legales, y los aportes no pertenecen a la
Nación ni a la entidad administradora sino
que son de propiedad de los afiliados, es
decir, el Estado es responsable de la
dirección, coordinación, control y garante
de los recursos aportados, supervisando la
destinación, custodia y administración de
los mismos. El régimen permite a las
administradoras el cobro de gastos

28 A reserva del entendimiento de esta figura, precisamos que conforme a la legislación colombiana, la denuncia
es el acto jurídico por virtud del cual, cualquiera de las partes firmantes de un acuerdo colectivo expresa a
la otra su intención de no mantenerlo vigente, en los términos pactados; actuación que debe cumplirse
dentro de los 60 días anteriores al vencimiento, por intermedio del Ministerio de la Protección Social.

29 Conforme lo previo la Ley 100, cada entidad territorial tenía libertad para fijar la fecha de entrada en
vigencia del Régimen General de pensiones, siendo la fecha máxima, en cualquier caso, el 30 de junio de
1995.

30 La afiliación obligatoria se impuso a los trabajadores vinculados por contrato de trabajo y a los Servidores
Públicos (empleados públicos y trabajadores oficiales). Por excepción, de manera voluntaria podrían afiliarse
los independientes, cualesquiera otras personas naturales residentes en el país que no tuviesen el carácter
de afiliados obligatorios,  los colombianos domiciliados en el exterior que no tuvieran la calidad de afiliados
obligatorios (No excluidos expresamente), y los extranjeros que por contrato de trabajo permanecieran en
el país y no estuvieran cubiertos por un régimen de su país de origen  o de cualquier otro.
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razonables de administración. Por último,
para el evento en el cual los afiliados no
reúnan los requisitos que dan lugar a la
pensión, prevé la devolución de los aportes
a través de indemnizaciones sustitutivas o
devolución de saldos.

Este nuevo régimen de pensiones dentro
del Sistema Integral de Seguridad Social,
modifica algunas de las condiciones
existentes en régimen anterior, en cuanto
al Ingreso Base de Cotización (IBC)31 y el
Ingreso Base de Liquidación de las
Prestaciones (IBL)32. El factor de ajuste
conduce en el IBC a que los aportes se
liquiden con base en los ingresos reales de
los afiliados, procurando la construcción  de
pensiones proporcionales a los ingresos de
los afiliados, y en el IBL, a que las
prestaciones se calculen con base en los
ingresos de un periodo más amplio y
proporcional a la trayectoria laboral,
considerando por primera vez, la
indexación de la base de liquidación de las
pensiones. Esta última medida se
encaminó a solucionar la inequidad
derivada de la práctica común, antes
referida, consistente en la elusión del pago
de aportes durante toda la vida laboral y el
incremento desmesurado de la base de
aportación en el periodo final, que servía
de base para el cálculo de la prestación.

Otra de las soluciones que incorporó este
nuevo régimen, para los problemas que
generaron la crisis, consistió en el ajuste
de las tasas de cotización en los siguientes
términos:..Del 1 de abril al 31 de diciembre

de 1994 (11.5% del IBC); del 1 de enero al
31 de diciembre de 1995 (12.5% del IBC), y
a partir del 1 de enero de 1996 la tasa de
(13.5%). Que se mantuvo inmóvil, hasta la
reforma del año 2003. Como expresión del
principio de la solidaridad, a los afiliados
con ingresos superiores a 4 SMLMV se les
impuso la obligación de cotizar un 1%
adicional con destino al fondo de
solidaridad pensional

Con posterioridad a la reforma, los
trabajadores en Colombia pudieron
escoger, para afiliarse y construir el amparo
pensional, entre estos dos regímenes: el
Régimen Solidario de Prima Media con
Prestación Definida (RSPM) y el Régimen de
Ahorro Individual con Solidaridad (RAIS).
Resaltaremos a continuación los rasgos más
importantes de cada uno de ellos.

Régimen Solidario de Prima Media con
Prestación Definida (RSPM)

Definición. Conforme a la definición legal,
este es un régimen solidario de prestación
definida en el cual, los aportes de los
afiliados y sus rendimientos, constituyen
un fondo común de naturaleza pública que
garantiza el pago de las prestaciones de
quienes tengan la calidad de pensionados
en cada vigencia, los respectivos gastos de
administración y la constitución de
reservas de acuerdo con lo dispuesto en la
ley, y en el cual, el Estado garantiza el pago
de los beneficios a que se hacen acreedores
los afiliados, quienes desde el momento de

31 El  IBC no puede ser inferior al Salario Mínimo Legal Mensual Vigente (SMLV) para cada anualidad, ni
superior (para la época inicial) a 20 (SMLV).

32 El IBL se definió como el promedio de los salarios sobre los cuales cotizó el afiliado durante los diez (10)
años anteriores al reconocimiento de la pensión actualizado anualmente con índice de Precios al Consumidor
(IPC) certificado por el Departamento Nacional de Estadísticas (DANE). Si el promedio de toda la vida
laboral actualizado, resulta superior al anterior, el afiliado puede optar por éste, siempre que haya cotizado
mínimo 1250 semanas.



93Revista CIESSE

la expedición de la ley conocen la prestación
que ha sido definida.

Pensión de Vejez

Causación. En conjunto, la modificación de
los requisitos consistió en elevar número
mínimo de semanas para la causación de la
pensión y el porcentaje básico del monto,
así como en disminuir el porcentaje de los
incrementos a la pensión, para el caso de
la vejez. El mínimo de las semanas de
cotización requeridas se elevó a mil (1.000).

Integración. Con una cuantía básica de 65%
de IBL por las primeras 1.000 semanas de
cotización, y de manera complementaria, en
función de las semanas adicionales a las
primeras 1.000, se fijaron los incrementos de
la siguiente manera: 2% del IBL (hasta 73%
del IBL) por cada 50 semanas adicionales
entre 1001 a 1200.3%  del IBL (hasta 85% del
IBL) por cada 50 semanas adicionales entre
1201 a 1400. Se mantuvo la pensión mínima
en un SMLMV y se elevó el tope máximo al
equivalente a 20 SMLMV.

Indemnización sustitutiva. En el evento en
el cual el afiliado cumpla la edad requerida,
pero no reúna el mínimo de semanas
requerido para la pensión en el respectivo
año y manifieste la imposibilidad de
continuar cotizando, el sistema le
reconocerá una indemnización sustitutiva
de la pensión por vejez, cuyo  monto,
conforme a la modificación introducida por
la nueva ley, será  equivalente a un Salario
Base de Liquidación promedio semanal,
multiplicado por el número de semanas
cotizadas (en toda la vida laboral). Al
resultado obtenido se le aplica el promedio
ponderado de los porcentajes sobre los

cuales haya cotizado el afiliado en toda la
vida laboral33.

El régimen de transición de la pensión de
vejez de prima media

Definición. Los regímenes de transición
constituyen una excepción al principio
general de la  vigencia inmediata que
informa la aplicación de la ley en el tiempo
y según el cual, las normas rigen desde la
fecha de su expedición y hasta su
derogatoria —expresa o tácita— por ley
posterior. Mediante los regímenes de
transición se procura el mantenimiento
total o parcial en el ordenamiento jurídico
de la norma derogada o modificada, por vía
del fenómeno de la ultra actividad
permitiendo su aplicación preferencial
frente a la norma nueva.

Generalmente se trata de amparar a
determinados sectores que al momento de
entrar en vigencia el nuevo orden se
encontraban próximos a cumplir los
requisitos necesarios para adquirir un
derecho determinado y que el nuevo
régimen vuelve más exigentes.

Por virtud de esta figura entonces y en
razón de las condiciones particulares de
proximidad del derecho de los sujetos
beneficiados, a éstos se les aplicará
preferentemente la norma anterior que fue
derogada para el resto del grupo social.

Históricamente en Colombia, la existencia
y aplicación de regímenes de transición  ha
sido de frecuente ocurrencia en materia
pensional para el riesgo de vejez, no
obstante no ser derechos adquiridos sino
expectativas legítimas que ameritan
protección legal.

33 La misma regla y bajo las mismas condiciones, aplica para los eventos en que no se reúnan los requisitos
que causan las pensiones de invalidez y muerte de origen común.
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Al respecto nuestra Corte Constitucional
en pronunciamiento contenido en sentencia
C – 789 de 2002 expuso:

"La creación de un régimen de transición
constituye un mecanismo de protección
para que los cambios producidos por un
tránsito legislativo no afecten
desmesuradamente  a quienes, si bien no
han adquirido el derecho a la pensión,
por no haber cumplido los requisitos para
ello, tienen una expectativa legítima de
adquirir ese derecho, por estar próximos
a cumplir los requisitos para pensionarse
en el momento del tránsito legislativo."

El Régimen General de Pensiones,
estructuró en su artículo 36 un régimen de
transición bajo las siguientes condiciones:

"Art. 36. La edad para acceder a la
pensión de vejez, continuará en
cincuenta y cinco (55) años para las
mujeres y sesenta (60) para los hombres,
hasta el año 2014, fecha en la cual la
edad se incrementará en dos años, es
decir, será de 57 para años las mujeres
y 62 para los hombres.

La edad para acceder a la pensión de
vejez, el tiempo de servicio o el número
de semanas de cotizadas, y el monto de
la pensión de vejez de las personas que
al momento de entrar en vigencia el
sistema tengan treinta y cinco (35) o más
años de edad si son mujeres o cuarenta
(40) a más años de edad si son hombres,
o quince (15) o más años de servicios
cotizados, será la establecida en el
régimen anterior en el cual se
encuentren afiliados.  Las demás
condiciones y requisitos aplicables a estas

personas para acceder a la pensión de
vejez, se regirán por las disposiciones
contenidas en la presente ley.

El ingreso para liquidar la pensión de
vejez de las personas referidas en el
inciso anterior que les faltare menos de
diez (10) años para adquirir el derecho,
será el promedio de lo devengado en el
tiempo que les hiciere falta para ello, o el
cotizado durante todo el tiempo si este
fuere superior, actualizado anualmente
con base en el índice de precios al
consumidor, según certificación que
expida el DANE. Sin embargo, cuando
el tiempo que les hiciere falta fuese
igual o inferior a dos (2) años a la
entrada en vigencia de la presenta
ley, el ingreso base para liquidar la
pensión será el promedio de lo
devengado en los dos (2) últimos
años, para trabajadores del sector
privado y de un año para los
servidores públicos.34

Lo dispuesto en este artículo para las
personas que al momento de entrar
en vigencia el régimen tengan
treinta y cinco (35) o más años de edad
si son mujeres o cuarenta (40) a más
años de edad si son hombres, no será
aplicable cuando estas persona
voluntaria-mente se acojan   al
régimen de horro individual con
solidaridad, caso en el cual se
sujetarán a todas las condiciones
previstas en dicho régimen.

Tampoco será aplicable para quienes
habiendo escogido el régimen de
ahorro individual con solidaridad
decidan cambiarse al de prima media
con prestación definida.35

34 El segmento de texto resaltado, fue declarado inexequible por la Corte Constitucional, en Sentencia C- 168
de 1995.

35 Esta parte del texto resaltado fue estudiada en constitucionalidad y declarada exequible condicionada,
según Sentencia C- 789, de 2002. Más adelante en este trabajo se analizarán las consideraciones que
sustentaron tal decisión.
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Quienes a la fecha de vigencia de la
presente ley hubiesen cumplido los
requisitos para acceder a la pensión de
jubilación o de vejez conforme a normas
favorables anteriores,  aún cuando no se
les hubiese efectuado el reconocimiento,
tendrán derecho, en desarrollo de los
derechos adquiridos, a que se les
reconozca y liquide la pensión en las
condiciones de favorabilidad vigentes al
momento en que cumplieron tales
requisitos.

PAR. Para efectos del reconocimiento de
la pensión de vejez de que trata el inciso
primero (1º) del presente artículo se
tendrán en cuenta la suma de las
semanas cotizadas con anterioridad a la
vigencia de la presente ley, al Instituto
de Seguros Sociales, a las cajas, fondos o
entidades de seguridad social del sector
público o privado, o  el tiempo de servicio
como servidores públicos  cualquiera que
sea el número de semanas cotizadas o
tiempo de servicio."

De la anterior consagración se puede
precisar que, la condición para acceder a
la aplicación del régimen de transición
previsto, se concreta en contar, a 1º de abril
de 1994, fecha de vigencia del régimen, con
una de dos posibilidades: treinta y cinco (35)
o más años de edad en mujeres o cuarenta
(40) o más años de edad para hombres, o
15 ó más años de servicios cotizados.

Si se cumple con cualquiera de los
anteriores supuestos, los beneficiarios del
régimen de transición tienen derecho a
reclamar la pensión de vejez, cumpliendo
las siguientes condiciones:

En cuanto a la edad del régimen anterior:

• En el sector público: 50 mujeres y 55
hombres, antes de Ley 33/85; 55 años
mujeres y  hombres con posterioridad a
ley 33/85.

• En sector privado CST: 50 mujeres y 55
hombres.

• En el régimen del ISS: 55 mujeres y 60
hombres.

En cuanto al tiempo de servicios o semanas
de cotización del régimen anterior:

• En sector público: 20 años de servicios
• En sector privado CST: 20 años de

servicios.
• En el régimen del ISS: Mínimo  500

semanas de cotización pagadas dentro
de los 20 años anteriores al cumpli-
miento de las edades mínimas ó 1000
semanas de cotización pagadas en
cualquier tiempo.

En cuanto al monto del régimen anterior,
entendiendo por tal el % que se aplica al
salario base de liquidación para obtener
la pensión:

• En el sector público: 75%
• En sector privado - CST: 75%
• En el régimen del ISS: Mínimo 45%,

máximo 90%.

En cuanto al tope máximo, entendido como
valor superior de la mesada pensional
obtenida mediante la aplicación del monto
antes determinado: no menor de 20 Salarios
Mínimos Legales Mensuales Vigentes
(SMLMV),  Salvo regímenes especiales.

De la lectura de esta disposición se
concluye que el ingreso base de liquidación
(IBL) no fue objeto de garantía bajo las
normas anteriores sino que, por el
contrario se creó un (IBL) especial,
aplicable sólo a los beneficiarios del
régimen a quienes a 1º de abril de 1994
(sector privado) les hicieren falta menos de
diez años para adquirir el derecho a la
pensión de vejez. Siendo evidente que para
los demás, a quienes les faltaren 10 o más años
para adquirir el derecho, les es aplicable al
artículo 21 de la Ley 100 de 1993.
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Desde el punto de vista normativo, como
antes se expuso, la propia ley artículo 36
incisos 4º y 5º, estableció las situaciones que
daban lugar a la pérdida de los beneficios
del régimen de transición, en los siguientes
términos:

"Lo dispuesto en este artículo para las
personas que al momento de entrar en
vigencia el régimen tengan treinta y
cinco (35) o más años de edad si son
mujeres o cuarenta (40) a más años de
edad si son hombres, no será aplicable
cuando estas persona voluntariamente
se acojan   al régimen de horro individual
con solidaridad, caso en el cual se
sujetarán a todas las condiciones
previstas en dicho régimen.

Tampoco será aplicable para quienes
habiendo escogido el régimen de ahorro
individual con solidaridad decidan
cambiarse al de prima media con
prestación definida."

Como mencionamos en la parte precedente,
estas normas fueron objeto de estudio de
constitucionalidad declarándose su
exequibilidad condicionada en sentencia C-
789 de 24 de septiembre de 2002,  cuyas
consideraciones y efectos serán objeto de
análisis más adelante.

En el fallo en mención consideró la Corte
Constitucional que en materia del sistema
general de pensiones, el legislador dispone
de un amplio margen para fijar las
condiciones necesarias para acceder al
régimen de transición, de modo que los
afiliados a la seguridad social en principio
no ostentan un derecho subjetivo a que no
se les cambie la normativa futura, cuando
no se ha producido el hecho que las causa.
No obstante, estima la H. Corte que esa
amplia potestad no puede ser ejercida por
el legislador de manera arbitraria de
manera que termine desconociendo el
derecho a la seguridad social, de suerte que
los factores edad y tiempo de cotizaciones

deben estar acordes con la realidad social,
la expectativa de vida, los índices de
mortalidad, los aspectos financieros y
demográficos, de tal modo que se permita
a las personas gozar del derecho efectivo a
la pensión. Porque esos son límites
impuestos por el valor constitucional del
trabajo y por la especial protección a los
trabajadores. En tal sentido sostuvo que:

"En virtud de dicha protección los
tránsitos legislativos deben ser
razonables y proporcionales, y por lo
tanto, la ley posterior no podría
desconocer la protección que ha
otorgado a quienes al momento de
la entrada en vigencia del sistema
de pensiones llevaban más de 15
años de trabajo cotizados".

Y agregó que las personas que, a primero
de abril de 1994 cumplían esa condición

 ". . . no quedan expresamente excluidos
del régimen de transición al trasladarse
al régimen de ahorro individual con
solidaridad, conforme al inciso 4º, y por
supuesto, tampoco quedan excluidos
quienes se trasladaron al régimen de
prima media, y posteriormente regresan
al de ahorro individual, conforme al
inciso 5º".

También precisó que para ese contingente
de afiliados la pérdida automática de
beneficios es contraria al principio de
proporcionalidad, conforme al cual el
legislador no puede transformar en forma
arbitraria las expectativas legítimas que
tienen los trabajadores respecto de las
condiciones en las cuales aspiran a recibir
su pensión, como resultado de su trabajo.

"Por lo tanto, resultaría contrario a este
principio de proporcionalidad, y
violatorio del reconocimiento constitu-
cional del trabajo que quienes han
cumplido con el 75% o más del tiempo de
trabajo necesario para acceder a la
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pensión a la entrada en vigencia del
sistema de pensiones, conforme al
artículo 151 de la ley 100 de 1993 (abril
1º de 1994) terminen perdiendo las
condiciones en las que aspiraban a
recibir su pensión".

Por eso declaró constitucionales los citados
incisos 4º y 5º en cuanto se entienda que no
se aplican a las personas que tenían 15 años
de servicios cotizados para el momento de
entrada en vigor del RGP., siempre que
regresen al RSPM, trasladen a él lo ahorrado
en el RAIS y que el mismo no sea inferior a la
cotización en caso que hubieren permanecido
en el Régimen de Prima Media.

Conforme  lo anterior se concluye que, las
modificaciones introducidas por la Ley 100
de 1993 al el Régimen de Pensiones de Prima
media con Prestación definida no tendrán
una aplicación práctica inmediata, pues todas
las personas pensionables a corto plazo, son
las amparadas por el Régimen de Transición,
a quienes se les reconocerá la prestación por
vejez en las condiciones más favorables del
Régimen anterior.

El régimen de ahorro individual con
solidaridad (RAIS)

Definición. En este sistema los aportes del
afiliado constituyen una cuenta individual
de ahorro pensional. Las cuentas
individuales de ahorro pensional
constituyen patrimonio autónomo de
propiedad de los afiliados, independiente
del capital de las administradoras (fondo
de pensiones).Las administradoras debe
garantizar una rentabilidad mínima a los
ahorros individuales y respetar los
portafolios de inversión fijados legalmente.
Por otra parte, este sistema permite
cotizaciones voluntarias, como valores
adicionales a las cotizaciones obligatorias,
periódicas u ocasionales, destinadas a
incrementar el saldo de la cuenta.

El monto de las pensiones de invalidez,
vejez y muerte, en este caso, dependen de
los aportes de los afiliados y empleadores,
los bonos y rendimientos financieros y  de
los subsidios del estado cuando a ello
hubiere lugar.

Una parte de la cotización se utiliza para
capitalización, otra para el pago de primas,
reaseguros (pensión invalidez, sobrevi-
vencia) y seguros (asesoría renta vitalicia),
y otra más, para gastos de administración.

Causación. La pensión de vejez en este
régimen se causa a la edad escogida por el
afiliado, cuando además, el capital
acumulado en la cuanta individual de
ahorro pensional le permita obtener una
pensión mensual de valor superior al 110%
del SLMV a la fecha de expedición de la
ley 100/93 (23 de diciembre de 1993)
reajustado con el IPC, certificado por el
DANE, a la fecha proyectada. La edad
límite para cotizar en este régimen es de
62 años para hombres y 60 años para
mujeres, cuando, a falta de capital
suficiente para financiar la pensión,
operará la garantía de pensión mínima o la
devolución de saldos.

Modalidades de pensión de vejez. Este
régimen ofrece tres modalidades de
pensión posibles a saber: Renta Vitalicia
Inmediata. Es un contrato directo e
irrevocable con una aseguradora para el
pago de una renta mensual hasta el
fallecimiento del afiliado y el pago de
pensiones de sobrevivientes. Las rentas y
pensiones son uniformes en términos de
poder adquisitivo constante y no pueden
ser contratadas por valores inferiores a la
pensión mínima vigente del momento. La
administradora de pensiones es la
encargada de efectuar los trámites y
reclamos ante la aseguradora a nombre del
pensionado. Retiro programado. En esta
modalidad, la pensión se obtiene directa-
mente de la sociedad administradora con
cargo a la cuenta de ahorro individual y al
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bono pensional si lo hubiere. Se debe
calcular cada año el valor de la anualidad
pensional en unidades de valor constante,
dividiendo el saldo de la cuenta individual
de ahorro pensional por el capital necesario
para financiar una pensión de valor
constante para el afiliado y sus
beneficiarios hasta el retiro programado.
El afiliado asume el riesgo de la
extralongevidad – si se termina el capital.
Retiro programado con renta vitalicia
diferida. Se contrata con una aseguradora
una renta vitalicia con el fin de recibir pagos
mensuales desde una fecha determinada.
Se mantiene en la cuenta individual de
ahorro pensional el dinero suficiente para
obtener de la administradora de pensiones
un retiro programado. La pensión nunca
podrá ser menor a la pensión mínima vigente.

Garantía de pensión mínima. En este
régimen  opera la garantía cuando el capital
acumulado en la cuenta pensional no es
suficiente para cubrir la pensión mínima
prevista. Y exige cotización de 1.150
SEMANAS y  edad (57  mujeres y 62
hombres). En tal evento se garantiza una
pensión equivalente a un SMLMV.

Devolución de saldos.  Para el evento en el
cual el capital acumulado en la cuenta
pensional no sea suficiente para garantizar
el pago de la pensión mínima (110%
SMLMV de 1993  indexado) y si no  se cuenta
con las 1.150 semanas de cotización, pero
se llegó a edades exigidas (57  mujeres y 62
hombres), el sistema garantiza la
devolución de las sumas abonadas en la
cuenta de capitalización individual.

En cuanto a los riesgos de invalidez y
muerte, la modificación esencial  consistió
en la disminución de las semanas de
cotización y del lapso dentro del cual se
debían acreditar las mismas, procurando
así garantizar la fidelidad al sistema y
quedando reguladas de la siguiente forma:

Es importante precisar que la regulación
para estas dos prestaciones es idéntica
para los afiliados a cualquiera de los dos
regímenes (RSPM y RAIS) del Régimen
General de Pensiones.

Pensión de Invalidez

Definición: La Ley 100 de 1993, reproduce
el criterio definitorio anterior para
considerar que es inválida  la persona que
por cualquier causa, de cualquier origen,
no provocada intencionalmente, hubiese
perdido el 50% o más de su capacidad
laboral. El estado de invalidez, debe ser
calificado de conformidad con los criterios
fijados en el manual único para calificación
de invalidez contenido en el Decreto  917
de 1999, según el cual se definen los
siguientes conceptos básicos:

"Capacidad Laboral:
La capacidad laboral del individuo es el
conjunto de habilidades, destrezas,
aptitudes y/o potenciales de orden físico,
mental y social que le permiten
desempeñarse en un trabajo habitual.

Trabajo Habitual:
Es aquel oficio, laboral u ocupación que
desempeña el individuo con capacidad
laboral, entrenamiento y/o formación
técnica o profesional recibiendo una
remuneración equivalente a un salario
o renta y por el cual cotiza al Sistema
Integral de Seguridad Social.

Deficiencia:
Entendiendo por tal: Toda perdida o
anormalidad de una estructura o función
psicológica, fisiológica o anatómica, que
puede ser temporal o permanente, entre
las que se incluyen la existencia o
aparición de una anomalía, defecto o
pérdida producida en un miembro,
órgano, tejido u otra estructura del
cuerpo humano, así como también los
sistemas propios de la función mental.
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Representa la exteriorización de un
estado patológico y en principio refleja
perturbaciones a nivel del órgano.

Discapacidad:
Toda restricción o ausencia de la
capacidad de realizar una actividad en
la forma o dentro del margen que se
considera normal para un ser humano,
producido por una deficiencia, y se
caracteriza por excesos los cuales pueden
ser temporales o permanentes,
reversibles o irreversibles y progresivos
o regresivos, Representa la objetivación
de la deficiencia y por tanto, refleja
alteraciones a nivel de la persona

Minusvalía:
Toda situación desventajosa para un
individuo determinado, consecuencia
de una deficiencia o discapacidad
que lo limita o impide para el desempeño
de un rol, que es normal en su caso en
función de la edad, sexo, factores sociales,
culturales y ocupacionales. Se
caracteriza por la diferencia entre el
rendimiento y las expectativas del
individuo mismo o del grupo al que
pertenece. Representa la socialización de
la deficiencia y su discapacidad por
cuanto refleja las consecuencias
culturales, sociales, económicas,
ambientales y ocupacionales, que para
el individuo se derivan de la presencia
de las mismas y alteran su entorno.

Conforme a lo anterior, la distribución de
los porcentajes para la calificación de la
pérdida de capacidad laboral, se fija en las
siguientes proporciones: Deficiencia 50%,
Discapacidad 20% y Minusvalía 30%
Cuando la deficiencia es 0 no podrá
calificarse la discapacidad o la minusvalía.

Causación: Habrá derecho a la pensión
siempre que concurran las siguientes
condiciones: a)  declaración de invalidez no
profesional y  b) afiliado activo, por lo

menos 26 semanas de cotización  al
momento de producirse el estado; el
afiliado inactivo deberá acreditar por lo
menos 26 semanas de cotización  dentro del
año inmediatamente anterior al momento
en que se produzca el estado.

Integración: Según el grado de pérdida de
capacidad la pensión se integrará así:
Cuando la disminución en la capacidad
laboral fuese igual o superior al 50% e
inferior al 66%: Con una cuantía básica del
45% del ingreso base de liquidación (IBL)
por las primeras 500 semanas de cotización;
adicionalmente el 1.5% de dicho ingreso
por cada cincuenta (50) semanas de
cotización acreditadas a partir de 501.

Cuando la disminución en la capacidad
laboral es igual o superior al 66%: Con una
cuantía básica del 54% del ingreso base de
liquidación, (IBL) por las primeras 800
semanas de cotización; adicionalmente el
2% de dicho ingreso por cada cincuenta (50)
semanas de cotización acreditadas a partir
de 801. La pensión así integrada no podía
ser superior al 75% del ingreso base de
liquidación y en ningún caso  inferior al
SMLMV.

Como detonante de la crisis en este
aspecto, podemos destacar las decisiones
judiciales frente a varios casos de
reclamación. En efecto, nuestra Corte
Suprema de Justicia consideró  que esta
nueva disposición conducía a un trato
inequitativo para eventos en los cuales se
había cotizado, superando el número de
semanas requeridas para vejez pero que el
momento de la ocurrencia de la invalidez
la persona se encontraba  desafiliada del
régimen, así en varios pronunciamientos dio
aplicación a las normas anteriores no
obstante tratarse de situaciones consolidadas
en vigencia de esta nueva normatividad
generando un régminen de transición
jurisprudencial y la consecuente  necesidad
de una regulación legal al respecto.



100 D Régimen general de pensiones en Colombia. Aspectos relevantes de las reformas

Indemnización sustitutiva de la pensión de
invalidez.  Si al momento de invalidarse, el
afiliado no contaba con la densidad de
cotizaciones exigidas para la pensión de
invalidez, se le concedía el derecho recibir,
en sustitución, una indemnización
equivalente a la de la pensión de vejez, que
ya referimos en aparte anterior.

Pensión por muerte de origen común

Causación.  Al igual que en el régimen
anterior, se causa por muerte de
pensionado y por muerte de afiliado.

Integración. La pensión de sobrevivientes
por muerte del pensionado será igual al
100% de la pensión que disfrutaba el
causante, se transmite el derecho
disfrutado o causado.

La pensión de sobrevivientes por muerte
del afiliado se integra con una cuantía
básica del 45% del ingreso base de
liquidación (IBL) por las primeras 500
semanas de cotización y adicionalmente,
2% de dicho ingreso por cada cincuenta
(50) semanas adicionales (501 y
siguientes), sin que exceda el 75% del
ingreso base de liquidación.

Beneficiarios. Resaltamos en negrilla las
modificaciones introducidas por la nueva
ley. En forma vitalicia: La (El) cónyuge o
compañera (o) permanente. En caso de
muerte de pensionado:  el o la cónyuge o
compañero (a) debía acreditar vida
marital por lo menos desde que él
cumplió requisitos para la pensión de
invalidez o vejez y hasta la muerte del
causante, convivencia de mínimo 2 años

antes de muerte, salvo  que hubiese
procreado 1 o más hijos con causante.
Los  hijos menores de 18 años y los- mayores
de 18 y hasta 25 con dependencia
económica del causante,  a la muerte e
incapacitados por condición de estudio
acreditada y los hijos inválidos: mientras
subsista invalidez y acrediten dependencia
económica del causante.

A falta de cónyuge, compañero (a) e hijos
con derecho, los beneficiarios eran los
padres del causante si acreditaban
dependencia económica de él. A falta de
cónyuge, compañero (a) hijos y padres: los
beneficiarios eran los hermanos inválidos  si
dependían económicamente del causante.

Distribución de la  pensión de
sobrevivientes. No sufre modificación
esencial este aspecto, destacamos la
regulación especial para el evento de
ausencia de beneficiarios: A falta de
cónyuge o compañero (a) permanente, hijos
y padres con derecho: En prima media: la
pensión era para los hermanos inválidos
con derecho por partes iguales  y en ahorro
individual: los recursos de la cuenta de
ahorro pasan a ser parte de la masa
sucesoral de bienes del causante.

Como otros aspectos relevantes en esta
reforma destacamos: se reguló de manera
especial el incremento anual de las
pensiones, fijándose como parámetro de
ajuste el IPC certificado por el DANE, para
las pensiones de cuantía superior a un
SMLMV, mientras que para las pensiones
iguales al SMLMV, la tasa será la más alta
entre el porcentaje en que se incremente
el SMLMV y el porcentaje de IPC
certificado por el DANE.36

36 Este condicionamiento es el resultado del estudio de constitucionalidad de la norma contenido en  Sentencia
C-387 de 1994 de la Corte Constitucional, según la cual la norma es constitucional solamente bajo tal
entendido.
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Se consagró el pago de intereses de mora
además del capital adeudado, en caso de
mora en el pago de las mesadas
pensionales. Se previó un ajuste  mensual
para los pensionados antes de 1 de abril de
1994, equivalente al incremento en la tasa
de cotización para salud. Se creó otra
mesada adicional —la denominada mesada
14—  equivalente a 30 días de pensión,
limitada a quince (15) veces el salario mínimo
legal mensual vigente (SMLMV) y  pagadera
en el mes de junio de cada año junto con la
mensualidad del respectivo mes.37

2.2.3 Primera reforma al Régimen de
pensiones del Sistema Integral: La Ley
797 de 2003

El fundamento esencial que inspiró esta
reforma legislativa, fue el de hacer más
exigentes los requisitos que procuran la
construcción de las pensión de vejez,
invalidez y sobrevivientes, además de la
reducción de sus montos, en función de la
viabilidad financiera futura del régimen
pensional, particularmente en lo atinente
al régimen solidario de prima media con
prestación definida.

Del cambio normativo destacamos el
incremento en la tasa de cotización a partir
del año 2004; el incremento en el número
de semanas requeridas y la densidad de
cotizaciones para acceder al derecho
pensional, a partir del año 2005; en la edad,
a partir del año 2014, y finalmente, la

notoria desmejora por disminución en el
monto y tope de la pensión máxima, la
confirmación de una justa causa para el
retiro del servicio, junto con la posibilidad
de revisar y revocar las pensiones
irregularmente reconocidas. Finalmente,
el intento de eliminación del régimen de
transición pensional para prima media
(RSPM).

A continuación, presentaremos los aspectos
relevantes de las modificaciones
introducidas a las prestaciones del
Régimen, por esta ley:

En cuanto a los requisitos de causación de
la pensión de vejez, se mantiene el mínimo
de semanas en 1.000, hasta el 31 de
diciembre de 2004. A partir del 1 de enero
de 2005, se incrementan 50 semanas y a
partir del 1  de enero de 2006 y por cada
anualidad, en 25 semanas, hasta llegar a
1.300 semanas en el 2015.

2004 .................1000    2011 ............ 1200
2005 .................1050    2012 ............ 1225
2006 .................1075    2013 ............ 1250
2007 .................1100    2014 ............ 1275
2008 .................1125    2015 ............ 1300
2009 .................1150
2010 .................1175

La edad se mantiene en 55 años para
mujeres y 60 años para hombres, hasta el
31 de diciembre de 2013. A partir del 1 de
enero de 2014, se incrementará a 62 años
para los hombres y 57 para las mujeres.

37 Esta mesada adicional fue originalmente creada por el artículo 142 de la Ley 100 de 1993,  para un grupo
específico de personas, "Los actuales pensionados por jubilación, invalidez, vejez y sobrevivientes, del
sector público, oficial, semioficial, en todos sus órdenes, en el sector privado y del Instituto de Seguros
Sociales, así como los retirados y pensionados de las fuerzas militares y de la Policía Nacional, cuyas
pensiones se hubiesen causado y reconocido antes del primero (1º) de enero de 1988", no obstante, la Corte
Constitucional declaró inexequibles las expresiones que en su sentir consagraban una discriminación
injustificada, con lo cual extendió este beneficio a todos los pensionados. (Sent. C-409, sep. 15/94. M. P.
Hernando Herrera Vergara).
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En cuanto al monto, la nueva ley dispuso
la disminución del monto inicial de la
pensión, y su cálculo en proporción inversa
al IBL, (a mayor ingreso, menor monto
inicial y a menor ingreso, mayor monto
inicial), entre un mínimo más alto y un
máximo menor que en el régimen anterior.

Para calcular el monto de la pensión, se
crea  el  factor R =  % que se aplicará a IBL
y se calcula así: R=65.5%- (0.5 X número de
SMLMV).

Por ejemplo,  R =  IBL = 2 SMLMV,
entonces,  R = 65.5% - (O.5 x 2) = 64.5%.

Presentamos la tabla del monto básico de la
pensión desde el 1 de enero de 2004, calculado
con base en el factor R antes explicado:

1 SMLMV...................65% IBL
2 SMLMV...................64.5% IBL
3 SMLMV...................64% IBL
4 SMLMV ..................63.5% IBL
5 SMLMV...................63% IBL
6 SMLMV ..................62.5% IBL
7 SMLMV...................62% IBL
8 SMLMV...................61.5% IBL
9 SMLMV...................61% IBL
10 SMLMV ................60.5% IBL
11 SMLMV.................60% IBL
12 SMLMV.................59.5% IBL
13 SMLMV.................59% IBL
14 SMLMV..................58.5% IBL
15 SMLMV..................58% IBL
16 SMLMV..................57.5% IBL
17 SMLMV..................57% IBL
18 SMLMV..................56.5% IBL
19 SMLMV..................56% IBL

20 SMLMV .................55.5% IBL
21 SMLMV .................55% IBL

Los incrementos y el tope máximo de la
pensión de vejez quedaron, a partir del 1
de enero de 2005 como se expresa a
continuación: 11.5%  de IBL adicional por
cada 50 semanas adicionales a  las mínimas
exigidas en cada año. Con un monto máximo
de entre el 80% y el 70.5% de IBL
decreciente en función del ingreso de
cotización. Sin que pueda ser inferior a un
SMLMV, ni superior a 25 SMLMV.

Para la financiación de la pensión, se
tendrán en cuenta: a) el número de semanas
cotizadas en cualquiera de los regímenes;
b) el tiempo de servicios como servidores
públicos incluyendo regimenes
exceptuados; c) el tiempo de servicio con
empleadores particulares que tenían a
cargo reconocimiento y pago de pensión,
siempre y cuando la vinculación laboral se
encuentre vigente o se inicie con
posterioridad a la vigencia de la ley 100/
93; e) el tiempo de servicios con
empleadores que por omisión no
hubieren afiliado (título pensional), y f)
el número de semanas cotizadas38 a cajas
de previsionales del sector privado que
tuviesen a cargo el reconocimiento y pago
de la pensión.

En el marco de este régimen se crean dos
modalidades de pensiones de vejez con
requisitos especiales, a saber: Para
disminuidos físicos, psíquicos o sensoriales39,
y para la madre trabajadora con hijo
inválido40, por ser estas personas vulnerables
y por tanto sujetos de especial protección.

38 Se considera Semana Cotizada el período equivalente a siete (7) días calendario.
39 Se causa cuando se dan las siguientes condiciones: pérdida de capacidad laboral superior al 50% o más, 55

años de edad, 1.000 semanas de cotización o más, sin importar el año en que se pensione.
40 Pensión especial, a cualquier edad, siempre que haya cotizado el mínimo exigido para la respectiva anualidad.

Se pagará mientras permanezca el estado de invalidez del hijo y éste dependa económicamente de la
madre.



103Revista CIESSE

Otro aspecto relevante de esta reforma, lo
constituye la confirmación de una justa
causa para la terminación de la relación
laboral. Lo cual no constituye una novedad
para el sector privado ni para el de los
trabajadores oficiales, puesto que ya existía
dicha consagración en normas precedentes,
aunque formulada en condiciones
diferentes. Pues bien, la nueva ley
determina que será justa causa, para poner
fin al contrato de trabajo o a la relación legal
o reglamentaria, el cumplimiento de los
requisitos previstos para la causación de
la pensión mínima, precisando que una vez
reunidos los mismos y si el trabajador no
solicita el reconocimiento de la prestación,
el empleador está facultado para hacerlo
transcurridos 30 días a partir de esa fecha.

Contrasta con esta modificación, el hecho
cierto, de existir libertad para mantenerse
vinculado al sistema, sin limitación alguna
en el régimen anterior al 1 de abril de 1994,
y con posterioridad a éste, tener la libertad
de permanecer hasta por cinco años más,
después de reunidos los requisitos mínimos
con la intención de mejorar el monto de la
pensión. Esta nueva disposición, en caso de
ser aplicada, sin consideración alguna,
conducirá a la causación de pensiones
mínimas (sin incrementos posibles). En
todo caso, cabe destacar que por ser un acto
sujeto a la voluntad del empleador, la
aplicación de esta justa causa no procede
de manera automática, pudiendo incluso,
los trabajadores del sector privado o
público, permanecer vinculados
percibiendo simultáneamente salario y
pensión, por no ser incompatibles, a razón
de que los dineros con que se pagan estas
pensiones no hacen parte del tesoro público
por ser aportes parafiscales.

Esta norma fue estudiada por la Corte
Constitucional, quien la declaró exequible
condicionada (Sentencia C-1037, del 5 de
noviembre de 2003), a que no podrá darse
por terminada la relación sin la notificación

de la inclusión en nómina por parte de la
respectiva administradora.

Otra de las modificaciones destacables de
esta reforma, la constituye el
establecimiento de un término no superior
a cuatro meses, contado desde la
presentación de la solicitud, con la
documentación que demuestra el derecho,
para que la entidad administradora
reconozca la prestación.

En cuanto a la intención de eliminar el
Régimen de Transición de la Pensión de
Vejez de Prima Media (RSPM), esta ley  se
ocupó de lo pertinente en su artículo 18,
en virtud del cual modificó el inciso 2º y el
inciso 5º  del artículo 36 de la Ley 100 de
1993 y adicionó el parágrafo 2º, que
transcribimos en lo pertinente:

"La edad para acceder a la pensión
de vejez, de las personas que al
momento de entrar en vigencia el
sistema tengan treinta y cinco (35) o más
años de edad si son mujeres o cuarenta
(40) a más años de edad si son hombres,
o quince (15) o más años de servicios
cotizados, será la establecida en el
régimen anterior en el cual se
encuentren afiliados. Las demás
condiciones, requisitos y monto de
la pensión, de acuerdo a lo señalado
en el numeral 2º del artículo 33 y
artículo 34 de esta ley, aplicables a
estas personas se regirán por las
disposiciones contenidas en esta
ley."

"Tampoco será aplicable  a quienes
habiendo escogido el régimen de ahorro
individual con solidaridad decidan
cambiarse al de prima media con
prestación definida,  con excepción de
aquellos afiliados que a 1º de abril de
1994 tenían 15 o más años de servicios
prestados o semanas cotizadas, caso en
el cual podrán pensionarse con el
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régimen anterior cuando cumplan los
requisitos exigidos para tener derecho a
la pensión de vejez, siempre y cuando
cumplan con  los siguientes requisitos:

a) Que se trasladen al fondo común de
naturaleza pública del ISS, el capital
ahorrado en su cuenta  individual de
conformidad con las normas previstas en
la ley 100 de 1993 y sus decretos
reglamentarios.

b) Que el capital ahorrado en la cuenta
individual, descontado al bono pensional,
no sea inferior al monto de las
cotizaciones correspondientes en caso
que hubieran permanecido en el régimen
de prima media administrado por el ISS.

Para quienes a 1º de abril de 1994 tenían
15 años de servicios prestados o semanas
cotizadas  y se hubieren trasladado al
régimen de ahorro individual con
solidaridad, el monto de la pensión de vejez
se calculará de acuerdo a lo establecido en
la ley 100 de 1993 para el régimen de horro
individual con  solidaridad.

PAR. 2º Para los efectos de la presente ley
se respetarán y garantizarán integralmente
los derechos adquiridos  a quienes hoy tienen
la calidad de pensionados de jubilación,
vejez, invalidez, sustitución y sobrevivencia
en los diferentes ordenes, sectores y
regímenes así como a quienes han cumplido
ya con los requisitos exigidos por la ley para
adquirir la pensión, pero no se les ha
reconocido."

Conforme a lo anterior, serían tres las
condiciones para la preservación de los
beneficios del Régimen de Transición para
quienes se trasladaron al Régimen de
Ahorro Individual con Solidaridad y
regresen al Régimen de Prima Media, a
saber: a) 15 o más años de servicios
prestados o 15 o más años de semanas
cotizadas, a primero de abril de 1.994;
b)Trasladar al ISS el capital ahorrado en

el RAIS en la cuenta individual, y c) que lo
ahorrado en el RAIS, descontado el bono
pensional, no sea inferior a las cotizaciones
requeridas para ese mismo período en el
RSPM.

Otros aspectos destacables de esta reforma
son que  fija un nuevo límite para el traslado
de régimen, según el cual, después del
primer año de la vigencia de la Ley 797, el
afiliado no podrá trasladarse de régimen
cuando le faltaren diez años o menos para
cumplir la edad para tener derecho a la
pensión de vejez; modificación que
encuentra sentido en la seguridad
económica de los sistemas, que depende de
la permanencia en los mismos,
especialmente, los últimos años previos a
la causación del derecho.

Por último, la Ley 797 reiteró la protección
a los derechos adquiridos en su concepción
clásica, esto es, tanto para quienes al
momento de la entrada en vigencia ya
tenían reconocida la pensión de jubilación
o de vejez, como para quienes habían
reunido los requisitos pertinentes, pero no
se les hubiese otorgado, lo cual no
constituye ninguna novedad, dada la clara
protección del artículo 58 constitucional en
ese sentido.

El control constitucional de esta Ley se
cumplió en sentencia C - 1056 del 11 de
noviembre de 2003, en la cual la Corte
Constitucional consideró que la misma
resultaba inconstitucional parcialmente, en
cuanto no se cumplieron a cabalidad los
requisitos establecidos por la constitución
para la formación de la ley, al respecto
expresó:

"Del trámite específico de cada uno de los
artículos 11, 18, 21 y 23 de la Ley 797 de
2003 en el Congreso de la República que
ya se resumió en esta Sentencia y que
ahora se analiza, surge entonces con
absoluta claridad, que mediante
proposición aprobada en al sesión del 18
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de Diciembre de 2002, fueron suprimidos
del texto del proyecto de Ley sin que se
votara sobre su contenido. (Acta No 18
de 10 de diciembre de 2002)".

En nuestra opinión, por estar viciada en su
proceso de formación, la disposición del
artículo 18 no produjo efecto alguno en
consecuencia, no modificó ni derogó el
artículo 36 de la Ley 100 de 1993, el cual
continuó vigente.41

Las pensiones por invalidez y por muerte
de origen común, se regularon en esta
reforma  de manera similar y  bajo el mismo
criterio como se pasa a precisar:

Pensión por Invalidez de Origen común

La nueva disposición distingue sin razón
aparente, entre la invalidez originada por
accidente y la proveniente de enfermedad,
se aprecia la intención del legislador
encaminada a exigir una mayor fidelidad al
sistema y especialmente se prevé la solución
a los problemas generados por las decisiones
judiciales con base en el criterio de la
favorabilidad, quedando así el nuevo régimen:

Causación. Tendrá derecho a la pensión de
invalidez el afiliado al sistema que
conforme a lo antes expuesto sea declarado
inválido y acredite las siguientes
condiciones: a) Invalidez causada por
enfermedad (cotización de 50 semanas en
los últimos tres años inmediatamente
anteriores a la fecha de estructuración y
fidelidad de cotización para con el sistema
no menor del 25% del tiempo transcurrido
entre el momento en que cumplió 20 años

de edad y la fecha de la primera calificación
del estado de invalidez). b)  Invalidez
causada por accidente (cotización de 50
semanas dentro de los tres años
inmediatamente anteriores al hecho
causante de la misma). Los menores de 20
años de edad sólo debían acreditar
cotización de 26 semanas en el último año
inmediatamente anterior al hecho causante
de su invalidez o su declaratoria.

Como antes se comentó, el control
constitucional de esta norma se realizó en
Sentencia C – 056 de  11 de Noviembre de
2003, que la declaró inexequible por vicios
de forma, por lo que en nuestro concepto,
no tuvo vigencia.

Pensión por Muerte de origen común

Causación: Tendrán derecho a la pensión
de sobrevivientes, los miembros del grupo
familiar del pensionado por vejez o
invalidez por riesgo común que fallezca y,
los miembros del grupo familiar del afiliado
al sistema que fallezca, en este último caso,
el afiliado deberá acreditar cotización de
50 semanas dentro de los tres últimos años
inmediatamente anteriores al fallecimiento
y además: En caso de muerte causada por
enfermedad: si es mayor de 20 años de edad,
fidelidad en la cotización del veinticinco
por ciento (25%) del tiempo transcurrido
entre el momento en que cumplió veinte
años de edad y la fecha del fallecimiento, y
en caso de muerte causada por accidente:
si es mayor de 20 años de edad, fidelidad
en la cotización, del veinte  por ciento (20%)
del tiempo transcurrido entre el momento
en que cumplió veinte años de edad y la
fecha del fallecimiento.42

41 Algunos sectores de la doctrina, de los cuales nos apartamos, consideran que la norma produjo efectos
desde su promulgación y hasta la declaratoria de inconstitucionalidad.

42 Esta norma fue estudiada en constitucionalidad por nuestra Corte Constitucional que la declaro exequible
bajo el entendido de que se entienda que es el 20%  y no el 25% el requerimiento previsto para la muerte por
enfermedad, (Sentencia C – 1094 de 19 de noviembre de 2003).
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Para dar solución al trato que consideró
inequitativo la Corte Suprema de Justicia
(por los requisitos previstos en el régimen
anterior), esta nueva ley creó una pensión
especial en favor de los miembros del grupo
familiar del afiliado que acreditara
cotizaciones iguales al número de semanas
mínimo requerido en el régimen de prima
media en tiempo anterior a su
fallecimiento, que no hubiese recibido
indemnización sustitutiva de la pensión de
vejez o la devolución de saldos, tendrán
derecho a la pensión de sobrevivientes, en
los términos de esta ley, en cuantía del 80%
del monto que le hubiera correspondido en
una pensión de vejez.

Dispuso también la ley, sin razón aparente,
que si la causa del fallecimiento era
homicidio, se aplicaría lo prescrito para
accidente, y si era suicidio, se aplicaría lo
prescrito para enfermedad, disposición que
fue declarada inconstitucional en Sentencia
C-1094  de 19 de noviembre de 2003.

Uno de los cambios más importantes lo
constituyó el nuevo régimen sucesoral con el
cual se dio un importante giro al anterior y
se pretendió ajustar a la realidad de la
organización familiar del país, quedando así:

Son beneficiarios de la pensión de
sobrevivientes:

"a) En forma vitalicia, el cónyuge o la
compañera o compañero permanente o
supérstite, siempre y cuando dicho
beneficiario, a la fecha del fallecimiento
del causante, tenga 30 o más años de
edad. En caso de que la pensión de
sobrevivencia se cause por muerte del
pensionado, el cónyuge o la compañera
o compañero permanente supérstite,
deberá acreditar que estuvo haciendo
vida marital con el causante hasta su
muerte y haya convivido con el fallecido
no menos de cinco (5) años continuos con
anterioridad a su muerte;

b) En forma temporal, el cónyuge o la
compañera permanente supérstite,
siempre y cuando dicho beneficiario, a
la fecha del fallecimiento del causante,
tenga menos de 30 años de edad, y no
haya procreado hijos con este. La pensión
temporal se pagará mientras el
beneficiario viva y tendrá una duración
máxima de 20 años. En este caso, el
beneficiario deberá cotizar al sistema
para obtener su propia pensión, con
cargo a dicha pensión. Si tiene hijos con
el causante aplicará el literal a).

Si respecto de un pensionado hubiese un
compañero o compañera permanente,
con sociedad anterior conyugal no
disuelta y derecho a percibir parte de la
pensión de que tratan los literales a) y
b) del presente artículo, dicha pensión se
dividirá entre ellos (as) en proporción al
tiempo de convivencia con el fallecido.

En caso de convivencia simultánea en los
últimos cinco años, antes del fallecimiento
del causante entre un cónyuge y una
compañera o compañero permanente, la
beneficiaria o el beneficiario de la
pensión de sobreviviente será la esposa
o el esposo. Si no existe convivencia
simultánea y se mantiene vigente la
unión conyugal pero hay una separación
de hecho, la compañera o compañero
permanente podrá reclamar una cuota
parte de lo correspondiente al literal a
en un porcentaje proporcional al tiempo
convivido con el causante siempre y
cuando haya sido superior a los últimos
cinco años antes del fallecimiento del
causante. La otra cuota parte le
corresponderá a la cónyuge con la cual
existe la sociedad conyugal vigente;

c) Los hijos menores de 18 años; los hijos
mayo res de 18 años y hasta los 25 años,
incapacitados para trabajar por razón de
sus estudios y si dependían
económicamente del causante al
momento de su muerte, siempre y cuando
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acrediten debidamente su condición de
estudiantes y cumplan con el mínimo de
condiciones académicas que establezca el
Gobierno; y, los hijos inválidos si
dependían económicamente del causante,
esto es, que no tienen ingresos
adicionales, mientras subsistan las
condiciones de invalidez. Para
determinar cuando hay invalidez se
aplicará el criterio previsto por el artículo
38 de la Ley 100 de 1993;

d) A falta de cónyuge, compañero o
compañera permanente e hijos con
derecho, serán beneficiarios los padres del
causante si dependían económicamente
de forma total y absoluta de este;

e) A falta de cónyuge, compañero o
compañera permanente, padres e hijos
con derecho, serán beneficiarios los
hermanos inválidos del causante si
dependían económicamente de éste.

Parágrafo. Para efectos de este artículo
se requerirá que el vínculo entre el
padre, el hijo o el hermano inválido sea
el establecido en el Código Civil."

No se presentó modificación alguna en
cuanto a la integración de la pensión, ni la
distribución de la misma.

Finalmente, constituye uno de los aspectos
más relevantes, encaminados a la
protección de los dineros públicos y de la
seguridad social, la consagración de
acciones y procedimientos para la revisión
y revocatoria de pensiones irregularmente
reconocidas, incorporadas a la legislación
nacional en los artículos 19 y 20 de la Ley
797 de 2003.

Conforme a lo previsto en la primera de
estas disposiciones, los representantes
legales de las instituciones encargadas de
pagar pensiones, deben verificar el
cumplimiento de los requisitos y la
legalidad de los documentos que sirvieron
de base para el reconocimiento de una
pensión a cargo del tesoro público, cuando
quiera que existan motivos para suponer
que se reconoció indebidamente; en caso de
confirmarlo, deberán proceder a la
revocatoria directa del acto administrativo
aún sin el consentimiento del particular y
compulsar copias a las autoridades
competentes.43

La segunda disposición, prevé la revisión
de las providencias judiciales que en
cualquier tiempo hayan decretado o
decreten reconocimiento que impongan al
tesoro público o a fondos de naturaleza
pública la obligación de cubrir sumas
periódicas de dinero o pensiones de
cualquier naturaleza; a solicitud del
Gobierno por conducto del Ministerio de
Trabajo y Seguridad Social, del Ministerio
de Hacienda y Crédito Público, del
Contralor General de la República o del
Procurador General de la Nación; también
es procedente la revisión de contratos de
transacción o conciliaciones judicial o
extrajudicialmente formalizadas.

2.2.4 Segunda reforma al Régimen de
pensiones del Sistema Integral: La Ley
860 de 2003

El objetivo esencial del gobierno al
proponer al Congreso el proyecto de Ley
con la nueva regulación fue el de
reestablecer el contenido normativo de los
textos que fueron declarados

43 La Corte Constitucional expresó la necesidad de respetar el debido proceso y el derecho de defensa en estos
casos.
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inconstitucionales, concretamente el
régimen de transición, y la modificación en
la pensión de invalidez. Por eso la
propuesta gubernamental no hizo nada
distinto que reproducir casi en su totalidad
la redacción de la anterior y así  se expidió
la Ley 860 de 26 de diciembre de 2003,  en
cuyo artículo 4º se ocupó del tema,
manteniendo las condiciones iniciales sólo
hasta el 31 de diciembre de 2007.  A partir
del 1 de enero de 2008 sólo respetaría la
edad del régimen anterior.

El control constitucional de esta
disposición se cumplió en  Sentencia  C –
754  de 10 de agosto de 2004 y en ella la H.
Corte Constitucional declaró  inexequible
el Art. 4º de la ley 860 – 03, tanto por vicios
de procedimiento como en su contenido
material  y dispuso los efectos de la
inconstitucionalidad desde la
promulgación de la ley, por tanto no tuvo
vigencia alguna.

En cuanto a la pensión de invalidez, se
reprodujo en esencia la regulación de la Ley
797 de 2003, ajustando la misma a la
decisión de la Corte constitucional antes
aludida, es decir, se  fijó el 20% como factor
de fidelidad al sistema en cualquiera de los
dos casos de invalidez; en lo demás se
mantuvo al norma anterior.

Con el interés de poner fin a los conflictos
generados por la interpretación de los
jueces, se creó una pensión de invalidez con
requisitos especiales para amparar a los
afiliados inactivos con cotizaciones no
menores al 75% de las semanas mínimas
requeridas para la pensión de Vejez. A ellos
se les exige solamente acreditar 25
semanas de cotización dentro de los tres
últimos años anteriores a la invalidez.

En esta etapa se pueden destacar como
detonantes de la crisis las siguientes: el
amplio espacio de aplicación del régimen
de transición de la pensión de vejez; el
mantenimiento de costosos regímenes
extra legales, especiales y exceptuados, y
la denominada mesada 14 que antes fueron
explicados.

III. Últimas Propuestas de
reforma

3.1 EL REFERENDO CONSTITUCIONAL

Como una alternativa de solución legal al
ya detectado déficit económico del sistema
de pensiones, y  frente al fracaso de las
normas anteriores, el Gobierno presentó a
decisión del  constituyente primario, una
iniciativa de referendo constitucional que
en lo que nos atañe y de manera breve,
contenía medidas tales como: la limitación del
monto de las pensiones públicas a 25 SMLMV,
dejando a salvo los regímenes exceptuados y
especiales; una suspensión de los
incrementos de los salarios y pensiones del
sector oficial, por dos años, y la creación de
una limitación de negociación en temas
pensionales por vía colectiva.

El artículo pertinente del referendo, fue
objeto de un estudio de  constitucionalidad44

según el cual se encontró ajustado a la
constitución, no obstante, no tuvo
prosperidad alguna, pues en la consulta
popular el artículo no fue aprobado.

44 Corte Constitucional, sentencia C-551 de 2003. M. P. Eduardo Montealegre Lynett.
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3.2 EL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO

En la actualidad se encuentra en curso de
discusión la propuesta del Gobierno
nacional encaminada a procurar una solución
al problema pensional en nuestro país, los
ministros de Hacienda y de la Protección
Social, sometieron a consideración del
Congreso de la República un Proyecto de Acto
Legislativo que tiene como objetivo adicionar
la norma contenida  en el artículo 48 de la
Constitución Nacional.

Durante la revisión de este documento, se
produjo un acuerdo (en octavo debate), en
el Congreso de la República cuyo texto
oficial no se ha dado a conocer; no obstante,
por considerarlo fuente calificada
presentamos apartes de la información
tomados de la publicación contenida al
respecto, en la página Web de la
Presidencia de la República de Colombia45,
el día viernes 17 de junio de 2005.

Es de anotar que, conforme se indicó en la
publicación, el texto aprobado por la
Plenaria del Senado tendrá que ser
conciliado con la Cámara de
Representantes, ya que en esa corporación
se avalaron puntos diferentes y se deben
unificar los textos. Los conciliadores de
Senado y  Cámara deben llegar a un
acuerdo sobre el articulado final del
proyecto, transcribir un nuevo y definitivo
texto, publicarlo y llevarlo a la Plenaria de
cada corporación para que sea aprobado.
Esta tarea debe cumplirse antes del lunes
20 de junio de 2005, fecha en la cual
concluye el período legislativo pues por
tratarse de una reforma a la Constitución,
el proyecto debe ser tratado sólo en
sesiones ordinarias del Congreso. De no
lograrse la aprobación del proyecto de acto
legislativo, en tiempo y forma, tendrá que

adelantarse todo el proceso nuevamente en
otra Legislatura, lo que implicar el retardo
de la solución o el fracaso del proyecto.

Según el informe referido, lo aprobado por
la plenaria de congreso se concreta en:

1. La mesada 14 se elimina de derecho a
partir de la vigencia del Acto legislativo,
para quienes ganen más de 3 salarios
mínimos, se mantiene únicamente a favor
de los nuevos pensionados que ganen 3
salarios mínimos mensuales o menos,
pero sólo hasta el año 2011.

2. Se aprobó el tope de 25 salarios
mínimos legales mensuales vigentes para
las pensiones, aplicable a la fecha de
vigencia de la reforma, con dos
condiciones: la primera, que no se
aplicará el tope —es decir que se les podrá
seguir pagando más de 9 millones y
medio de pesos de hoy— a quienes
tengan mínimo 750 semanas cotizadas
(15 años) y, la segunda, que mínimo la
mitad de esas 750 semanas (es decir 375)
las tienen que haber cotizado antes del
31 de julio del año 2005.

3. Se eliminan los regímenes
privilegiados de pensión, menos los que
se aplican a los miembros de la Fuerza
Pública y al Presidente de la República.

4. A partir del 31 de julio de 2010 no
podrán concederse beneficios pensionales
a través de pactos, convenciones
colectivas de trabajo o laudos. Los
actuales beneficios pensionales obtenidos
a través de pactos, convenciones
colectivas de trabajo, laudos o acuerdos,
no se podrán incrementar o mejorar y
tienen que acabarse o perderán vigencia
a más tardar el 31 de julio de 2010.

45 http://www.presidencia.gov.co
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5. Los maestros se seguirán pensionando
de acuerdo con lo estipulado en la Ley
812 de 2003 o Plan Nacional de
Desarrollo. Esto quiere decir que los
maestros nombrados antes del 27 de junio
de 2003 seguirán pensionándose a los 55
años, en el caso de los hombres, y 50 años
en el de las mujeres; con el 75 por ciento
del salario promedio del último año. Los
docentes que ingresaron después del 27
de junio de 2003 se pensionarán con dos
años más de edad.

6.  Se incorporó un parágrafo transitorio
nuevo que tiene que ver con la situación
de los miembros de los cuerpos de
custodia y vigilancia penitenciaria y
carcelaria. A ellos se les seguirá
considerando como profesión de alto
riesgo, de acuerdo con lo estipulado en el
artículo 140 de la Ley 100 de 1993 y el
decreto 2090 de 2003 y se les
mantendrán los beneficios.

7. En cuanto al régimen de transición
para obtener la pensión de vejez, se
aprobó la eliminación del mismo al 31 de
julio del año 2010, pero se mantiene
hasta el 2014 para las personas que
hayan cotizado mínimo 15 años o 750
semanas. De acuerdo con lo anterior, a
partir del 31 de julio de 2010 las edades
de jubilación subirán dos años (las
mujeres a 57 años y los hombres a 62
años) a quienes no estén en ese régimen
de transición estipulado por la Ley 100
de 1993.

De acuerdo con la misma fuente,

Los ministros de Hacienda y de
Protección Social, Alberto Carrasquilla y
Diego Palacio, respectivamente, se
declararon satisfechos por la aprobación
de la reforma pensional.

El de Hacienda señaló que con el texto
aprobado en el Senado, el ahorro para
la Nación y para los colombianos, es de
40 billones de pesos en los próximos años.
"La reforma le ahorra a los
contribuyentes del futuro aproximada-
mente unos 17 puntos del Producto
Interno Bruto (PIB) y eso vale unos 40
billones de pesos. La mesada 14
representa unos 23 billones de pesos, más
o menos la mitad", precisó.

Por su parte Diego Palacio indicó que esta
ley es un avance importante y un paso
más a los que se han dado en los últimos
3 años para tener un sistema pensional
más equitativo que le asegure a los
actuales y a los futuros jubilados, el pago
de sus mesadas. "Esto no solo tiene un
impacto fiscal importante sino lo
trascendental es que tiene un impacto en
un sistema más igualitario, de mayor
equidad y mucho más viable y tranquilo
para el país", indicó."46

Destacamos que, conforme a lo expuesto en
la fuente consultada, aunque la propuesta
inicial del Gobierno presentada hace un
año fue más radical, con esta reforma hasta
hoy aprobada, se logra disminuir la presión
sobre el gasto público, sólo en 40 billones
de pesos, no obstante los 78 billones de
pesos de ahorro que se estimaron con la
aprobación del proyecto inicial.

El tema pensional constituye para
Colombia uno de los más complejos retos,
porque del monto total de recaudación
fiscal del año anterior, se destinó cerca de
40%, esto es, 16 billones de pesos, para
pagar las mesadas de sólo un millón de
jubilados. De no controlarse este déficit
progresivo, al estado no le resultará posible
garantizar las pensiones causadas ni las que
se causen en el futuro.

46 Resumen extraído de la página Web de la presidencia de la República el día viernes 17 de junio de 2005.
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IV. Consideraciones finales

Mientras el acto legislativo en proceso de
conciliación, se convierte en una realidad,
será menester que se propicien soluciones
estructurales que fomenten el verdadero
desarrollo de la colectividad mediante una
real garantía de los derechos económicos,
sociales y culturales en un contexto de
sostenibilidad económica y equilibrio social.

En un intento por presentar una opinión
sobre la tendencia de los regímenes
pensionales en Colombia, la respuesta
definitiva a nuestro interrogante sobre la
conveniencia de la actual regulación en
materia pensional, frente a la preocupación
fundada en torno a la inexistencia de
recursos que financien incluso las
prestaciones ya reconocidas, y la sensación
de desprotección e inseguridad para la
población que por un lado genera todo
cambio legislativo y por el otro, la
interpretación judicial del mismo, nos
obliga a considerar que es necesario
procurar la armonización de dos  variables
de trascendental interés:  en primer lugar,
lo socialmente deseable, esto es, la garantía
del derecho pensional a toda la población,
y, en segundo lugar, lo económicamente
posible, es decir una financiación adecuada
que integre a todos los sujetos que hacen
parte del sistema (el Estado y los
particulares, según sus posibilidades), sin
lo cual el caos pensional será inevitable.

Las medidas  que se adopten no podrán
desconocer, en nuestra opinión, los
derechos causados a favor de los
ciudadanos que de buena fe han procurado
construir, con proyecciones económicas
basadas en las expectativas legítimas
derivadas de las leyes, proyectos de vida
concretos que hoy les resultan
inalcanzables.

La solución tampoco debe ser obtenida por
la vía del sacrificio de un solo sector,
considerando como tal el de los ciudadanos
que se ven abocados a pagar más impuestos
y contribuciones, sin recibir a cambio una
garantía estatal de un derecho pensional
posible y acorde con sus esfuerzos y
necesidades.

La definición de la respuesta tiene que ser
el resultado de un esfuerzo conjunto de
creación participativa y constructiva de
todos los sectores involucrados, según las
condiciones políticas y de desarrollo
económico de nuestro  Estado Social de
Derecho. Gestión que debe ser acogida por
todos y cada uno, con verdadera
responsabilidad y conciencia social.
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